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RESUMEN: El presente estudio estima una medida de la Capacidad Adaptativa (CA) de la 
comunidad del corregimiento de Barú (Bolívar) frente a la existencia del Parque Nacional Natural 
Corales del Rosario y San Bernardo PNN CRSB. Para la estimación de la CA, se diseñó una encuesta, 
aplicada en 264 hogares de la comunidad y llevada a cabo en los meses de marzo y abril de 2014. 
La comunidad presenta una capacidad adaptativa moderada donde sus niveles de pobreza, la 
dependencia de los recursos naturales junto con un moderado conocimiento de su entorno natural, 
son los mayores limitantes de la misma. Aplicando dos técnicas para la medición de pobreza, dentro 
de la metodología utilizada en la estimación de la capacidad adaptativa: Índice de Necesidades 
Básicas Insatisfechas (NBI) e Índice de Pobreza Multidimensional (IPM), se encontró que la 
aplicación del IPM al integrar más dimensiones y variables permite tener una visión más holística y 
por ende permite direccionar más concretamente los esfuerzos para combatir la pobreza, razón 
que lleva a recomendar la aplicación de este índice en la metodología propuesta por Maldonado y 
Moreno-Sánchez (2014). Finalmente, el entendimiento de diversas dimensiones del Índice de 
Capacidad Adaptativa (ICA) para la comunidad de Barú, que es usuaria de los recursos naturales, 
permite aportar elementos contribuyentes que potencian o limitan a la comunidad para enfrentar 
posibles. 
ABSTRACT: This study estimates a measurement for the Adaptive Capacity (CA) of the community 
of the village of Barú (Bolívar) facing the existence of the Natural National Park Corales del Rosario 
and San Bernardo PNN CRSB. To estimate the CA, a survey was designed and applied to 264 
households in the community and carried out in the months of March and April 2014. The 
community has a moderate adaptive capacity where poverty levels, dependence on natural 
resources, and a moderate knowledge of their natural environment, are the main limiting 
characteristics. In the estimation of the adaptive capacity, two techniques for measuring poverty 
are applied: Basic Needs Satisfaction Index (NBI) and Multidimensional Poverty Index (IPM). It is 
found that the use of IPM, by integrating more dimensions and variables, provides a more holistic 
view and thus allows addressing more specifically the efforts to fight poverty. Thus, one of the 
recommendations is the application of this index in the methodology proposed by Maldonado and 
Moreno-Sanchez (2014). Finally, by understanding different kinds of dimensions of Adaptive 
Capacity Index (ICA) for the community of Barú, as users of natural resources, allows providing 
elements that enhance or limit the community to deal with possible disturbances, natural and 
anthropic as the establishment of a marine protected area. 
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Resumen 
 
El presente estudio estima una medida de la Capacidad Adaptativa (CA) de la comunidad 
del corregimiento de Barú (Bolívar) frente a la existencia del Parque Nacional Natural 
Corales del Rosario y San Bernardo PNN CRSB. Para la estimación de la CA, se diseñó 
una encuesta, aplicada en 264 hogares de la comunidad y llevada a cabo en los meses 
de marzo y abril de 2014. La comunidad presenta una capacidad adaptativa moderada 
donde sus niveles de pobreza, la dependencia de los recursos naturales junto con un 
moderado conocimiento de su entorno natural, son los mayores limitantes de la misma. 
Aplicando dos técnicas para la medición de pobreza, dentro de la metodología utilizada en 
la estimación de la capacidad adaptativa: Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas 
(NBI) e Índice de Pobreza Multidimensional (IPM), se encontró que la aplicación del IPM 
al integrar más dimensiones y variables permite tener una visión más holística y por ende 
permite direccionar más concretamente los esfuerzos para combatir la pobreza, razón que 
lleva a recomendar la aplicación de este índice en la metodología propuesta por 
Maldonado y Moreno-Sánchez (2014). Finalmente, el entendimiento de diversas 
dimensiones del Índice de Capacidad Adaptativa (ICA) para la comunidad de Barú, que es 
usuaria de los recursos naturales, permite aportar elementos contribuyentes que potencian 
o limitan a la comunidad para enfrentar posibles disturbios, naturales y antrópicos como el 
establecimiento de un área marina protegida. 
 
 
Palabras clave: capacidad adaptativa, mediciones de pobreza, áreas marinas 
protegidas. 
 
  
Resumen y Abstract VI 
 
Abstract 
This study estimates a measurement for the Adaptive Capacity (CA) of the community of 
the village of Barú (Bolívar) facing the existence of the Natural National Park Corales del 
Rosario and San Bernardo PNN CRSB. To estimate the CA, a survey was designed and 
applied to 264 households in the community and carried out in the months of March and 
April 2014. The community has a moderate adaptive capacity where poverty levels, 
dependence on natural resources, and a moderate knowledge of their natural environment, 
are the main limiting characteristics. In the estimation of the adaptive capacity, two 
techniques for measuring poverty are applied: Basic Needs Satisfaction Index (NBI) and 
Multidimensional Poverty Index (IPM). It is found that the use of IPM, by integrating more 
dimensions and variables, provides a more holistic view and thus allows addressing more 
specifically the efforts to fight poverty. Thus, one of the recommendations is the application 
of this index in the methodology proposed by Maldonado and Moreno-Sanchez (2014). 
Finally, by understanding different kinds of dimensions of Adaptive Capacity Index (ICA) 
for the community of Barú, as users of natural resources, allows providing elements that 
enhance or limit the community to deal with possible disturbances, natural and anthropic 
as the establishment of a marine protected area. 
 
Keywords: Adaptive Capacity; measuring poverty; marine protected area.  
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 Introducción 
La sociedad humana depende de múltiples recursos y servicios naturales esenciales para 
su vida. En las últimas décadas la salud, la productividad y la resiliencia de los ecosistemas 
se han visto dramáticamente alterados por varios fenómenos que van desde el cambio 
climático hasta la sobrepoblación y la sobre-explotación de los recursos naturales 
(Millenium Ecosystem Asessment, 2005).  
 
Los ambientes marinos y costeros no han sido ajenos a esta situación, enfrentando 
múltiples amenazas (cambio climático, sobrepesca y contaminación), que ha conllevado a 
que ecosistemas como manglares, humedales y arrecifes de coral, reduzcan la provisión 
de servicios ecosistémicos importantes en las economías regionales y fundamentales para 
el bienestar de la sociedad (FAO, 2012). Lugares como las costas tropicales y 
subtropicales, particularmente en áreas con alta presión humana, son consideradas 
susceptibles a los impactos ocasionados por disturbios, entre ellos el cambio climático, que 
exacerban aún más sus problemáticas actuales (IPCC, 2001). 
 
Como respuesta al deterioro de estos ecosistemas en el mundo, una de las respuestas a 
las que se ha recurrido ha sido la creación y establecimiento de Áreas Marinas Protegidas 
(AMP), las cuales están dedicadas a la protección, y en algunos casos al uso sostenible 
de los recursos, con el propósito de salvaguardar la diversidad biológica y la integridad de 
los ecosistemas, restaurar reservas de pesquerías, administrar actividades turísticas y 
reducir los conflictos entre los usuarios de recursos (Pomeroy et al., 2006; FAO, 2012).  En 
general, las áreas protegidas involucran formas de gobernanza pública o privada y 
establecen compromisos específicos vinculantes con la conservación; sin embargo, en 
algunos casos, han tenido dificultades en términos de gestión, entre otros por no vincular 
el conocimiento científico y técnico con el saber tradicional en la planificación y toma de 
decisiones (DNP, 2010); tampoco han sido tenidas en cuenta las necesidades 
socioeconómicas de los usuarios locales de recursos, quienes frecuentemente dependen 
de su extracción como la principal fuente de alimento y de ingresos (Cinner et al., 2010).  
 
Lo que respecta a las áreas marinas protegidas AMP´s, los objetivos de conservación de 
los ecosistemas marinos y costeros en el mundo no se han logrado alcanzar, debido, entre 
otros, a: i) desconocimiento de los ambientes marinos, ii)  falta de alternativas para 
enfrentar de una forma efectiva la sobrepesca, iii) el bajo nivel de implementación de áreas 
protegidas en el medio marino, iv) la dificultad de demostrar su importancia a la sociedad 
(Pomeroy et al.,2006), v) la falta de aceptación por la comunidades locales (McClanahan 
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et al., 2005; McClanahan et al., 2006) y, vi)  el desconocimiento de las condiciones 
socioeconómicas y los medios de vida de las comunidades locales (Cinner et al., 2010). 
Estos últimos aspectos son de especial interés para esta investigación. Por lo anterior, la 
efectividad del manejo de las AMP´s ha sido cuestionada y por ende se ha enfatizado en 
la detección de los elementos clave que permitirían mejorar el manejo de las mismas.  
 
Algunas aproximaciones para entender estas lógicas, reconociendo que las dimensiones 
ecológicas y sociales están estrechamente relacionadas (Adger, 2000) derivan del enfoque 
de los medios de vida (Twigg, 2007; Stewart y Crowley, 2005) y, recientemente, de la 
estimación de la capacidad de adaptación o más específicamente del análisis de la 
capacidad de los sistemas socio-ecológicos para manejar la resiliencia de los mismos 
(Walker et al., 2004; Hughes et al., 2005). 
 
En términos de un Sistema Socio-ecológico -SSE-, McClanahan et al. (2008) definen la 
capacidad de adaptación como el potencial que tiene una comunidad para enfrentarse a 
perturbaciones externas, recuperarse y tomar ventaja de las nuevas oportunidades; 
perturbaciones que pueden ser de tipo natural o antrópico, como las intervenciones para 
la conservación u otros cambios en el sistema socio-ecológico. Este potencial será 
afectado o influenciado por diversos factores, entre los que se encuentran la capacidad de 
gestión, acceso a la tecnología, accesos a información y servicios financieros, y el entorno 
institucional, entre otros (Smith y Wandel, 2006). 
 
Particularmente, algunos autores, apoyados en los conceptos de resiliencia y sistemas 
socio-ecológicos, han integrado los elementos ecológicos y socioeconómicos con el fin de 
entender un poco más las particularidades de los sistemas marinos-costeros y, 
principalmente, identificar los factores que otorgan capacidad a las comunidades locales 
que permitan enfrentar perturbaciones externas de diversas índole (McClanahan et al., 
2009; Cinner et al. 2011). Estas investigaciones han permitido generar metodologías para 
la estimación de la capacidad adaptativa de comunidades frente a diversos disturbios, sin 
embargo, pocos han desarrollado métodos para analizar el impacto que puede tener el 
establecimiento de un AMP frente a la comunidad local y cómo los posibles cortos circuitos 
por desconocimiento conllevan no alcanzar los objetivos de conservación propuestos 
(McClanahan et al. 2008; Cinner et al. 2011; Moreno-Sánchez y Maldonado, 2013).  
 
Para el caso específico de Colombia, algunos autores (Ramírez et al., 2009; Maldonado et 
al., 2010) han estimado la capacidad de adaptación de las comunidades de pescadores 
localizadas en zonas de influencia de AMP, integrando y analizando la interacción entre 
los componentes socio-ecológicos y socioeconómicos. Maldonado y Moreno-Sánchez 
(2014) han propuesto, después de una exhaustiva revisión literaria, un Índice de Capacidad 
de Adaptación (ICA) que captura diferentes dimensiones de la capacidad adaptativa de 
una comunidad y que muestran las estrategias, las capacidades y los activos disponibles 
de las comunidades para enfrentar cambios o perturbaciones, caso específico, el 
establecimiento de una AMP. Este índice propuesto está conformado por tres dimensiones 
integrales y complementarias de la capacidad de adaptación: i) dimensión 
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socioeconómica, ii) dimensión institucional y iii) dimensión socio-ecológica, que agrupan 
características de las comunidades y son posibles de medir a través de indicadores 
(Maldonado y Moreno-Sánchez, 2014). 
  
Bajo este contexto, en esta investigación se estima la capacidad adaptativa de la 
comunidad del corregimiento de Barú, caracterizándola en términos sociales y 
económicos, con el propósito de ofrecer información a los tomadores de decisiones 
respecto a las condiciones de vulnerabilidad de esta comunidad en particular, así como de 
identificar su potencial y deficiencias al momento de enfrentar perturbaciones, 
específicamente, aquella relacionada con el establecimiento de AMP, que limita el acceso 
a –y el uso de- los recursos en su zona de influencia; conflicto que se ha agudizado con el 
desarrollo turístico en la región, lo que ha conllevado a una mayor demanda del recurso 
pesquero (Durán, 2009).  
 
Entre los resultados previos de la aplicación del índice se encuentra que las comunidades 
costeras tienen un amplio conocimiento de su entorno que puede ser incorporado en la 
formulación de normas y toma de decisiones que favorezcan el éxito de un AMP. Por otro 
lado, se ha encontrado que estas comunidades presentan altos índices de pobreza, 
afectando su capacidad de adaptación y limitando la efectividad de las estrategias de 
conservación (Moreno-Sánchez y Maldonado, 2013). Los autores en mención utilizaron el 
Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) para el desarrollo de su ICA; sin 
embargo, éste como otros indicadores de pobreza se están reevaluando, ya que no 
cumplen con un conjunto de propiedades que permitan la elaboración de perfiles 
consistentes de pobreza multidimensional y a que su contenido temático es insuficiente y 
ha perdido vigencia (Angulo et al., 2011). 
 
Dada la importancia del indicador de pobreza en los resultados encontrados por diversos 
autores (Moreno-Sánchez y Maldonado, 2013; Maldonado et, al 2010; Ramírez et al, 
2009), y que en la actualidad se ha propuesto una nueva forma de medir la pobreza, con 
una visión “multidimensional” (Índice de pobreza Multidimensional –IPM-), con la que, 
según sus creadores, se podría ayudar a asignar recursos de desarrollo de forma más 
efectiva, esta investigación pretende contribuir a la metodología propuesta por Maldonado 
y Moreno-Sánchez (2014) , incluyendo este enfoque relativamente reciente, para medir la 
pobreza,  en la estimación de la capacidad adaptativa de comunidades locales frente a 
perturbaciones, como la declaración o establecimiento de un AMP. 
 
En este marco, esta investigación plantea responder la siguiente pregunta: ¿Cuáles son 
las características de los componentes socio-ecológicos, socioeconómicos y de 
gobernabilidad que determinan la capacidad adaptativa de la comunidad de Barú? A su 
vez, a través de la medición de la capacidad adaptativa de la comunidad, se pretende 
evaluar las diferencias o similitudes al aplicar el Índice de Pobreza Multidimensional IPM, 
respecto al Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI), que permita analizar 
aquellos elementos que conducen a situaciones de pobreza y servir de insumos a los 
tomadores de decisiones para la elaboración de posibles estrategias, así como evaluar la 
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eficiencia del uso de estas medidas, para la estimación de la capacidad adaptativa de 
comunidades frente a disturbios externos que afecten sus medios de vida. 
 
De esta forma, en esta investigación, se plantean los siguientes objetivos. 
  
Objetivo general: 
 
 Estimar un índice de capacidad adaptativa (ICA) para la comunidad costera de 
Barú, como medida para entender las condiciones socioeconómicas, socio-
ecológicas e institucionales de sus pobladores. 
 
 
Objetivos específicos: 
 Estimar las dimensiones socioecológicas, socioeconómicas e institucionales que 
determinan la Capacidad Adaptativa de la comunidad costera de Barú, dependiente 
del uso de los recursos naturales 
 Identificar variables, indicadores o componentes limitantes o potenciadores de la 
capacidad adaptativa de la comunidad. 
 Contribuir a la metodología propuesta por Moreno-Sánchez & Maldonado (2013; 
2014) para la estimación de la capacidad adaptativa de comunidades locales, a 
partir de la comparación del índice de capacidad adaptativa utilizando dos medidas 
de pobreza: el NBI y el IPM. 
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1. Marco de Referencia 
Los referentes teóricos que enmarcan y orientan este estudio buscan abordar el problema 
de investigación desde una perspectiva integral desarrollando el contexto socioeconómico, 
institucional y socio-ecológico donde se adelanta. Pero más allá de las particularidades de 
cada uno de estos tres aspectos, es su interacción la que define la complejidad de la 
realidad que se busca entender. Es así que postulados como ¿qué se entiende por 
vulnerabilidad, resiliencia y capacidad adaptativa? son fundamentales para aproximarse a 
las condiciones socioeconómicas e institucionales de las comunidades locales frente a un 
AMP y sus posibles manejos para cumplir sus objetivos de conservación.   
Este capítulo inicial, a manera de introducción, entrega elementos básicos referidos en 
primera instancia a la definición de áreas marinas protegidas y su aplicación en Colombia. 
Luego se avanza sobre el concepto de capacidad adaptativa, a través del enfoque de los 
medios de vida, los sistemas socio-ecológicos y la resiliencia. Finalmente, se hace un 
acercamiento al concepto de pobreza y a dos formas de ser medida en el país.  
1.1 Áreas Marinas Protegidas AMP´s 
Hoy en día es sabido que el actuar del hombre ha tenido un fuerte impacto sobre la 
biosfera, motivo por el cual se han creado las áreas naturales protegidas como pilar básico 
de la política de conservación de la naturaleza. La Unión Internacional para la 
Conservación de la Naturaleza (UICN) define un área protegida como: 
“Un espacio geográfico claramente definido, reconocido, dedicado y 
gestionado, mediante medios legales u otros tipos de medios eficaces para 
conseguir la conservación a largo plazo de la naturaleza y de sus servicios 
ecosistémicos y sus valores culturales asociados”(Dudley,  2008). 
Como se observa, las áreas protegidas son herramientas importantes en la conservación, 
involucrando formas de gobernanza tanto pública como privada, estableciendo 
compromisos vinculantes hacia la conservación, con acciones y estrategias lideradas hacia 
la protección, conocimiento, restauración y uso sostenible de la biodiversidad y, a su vez, 
encaminadas a la concertación social, donde es necesario establecer acuerdos con todos 
los actores que están inmersos en el territorio (FAO, 2012). 
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Los ecosistemas marinos y costeros no han escapado a los efectos del accionar del 
hombre, enfrentando múltiples amenazas (cambio climático, sobrepesca, contaminación, 
entre otros), y que, han conllevado a que algunos ecosistemas como manglares, 
humedales y arrecifes de coral, pierdan la capacidad de proveer servicios ecosistémicos 
importantes para las economías regionales (FAO, 2012). Algunos autores afirman que las 
acciones encaminadas a la conservación de estos ecosistemas son de imperiosa 
necesidad, en general porque la propagación de las amenazas en estos ambientes es 
mucho más rápida y a su vez porque las acciones de restauración son más difíciles de 
realizar que aquellas de ambientes terrestres (Groves, 2002; FAO 2012). 
En este sentido y como mecanismo para mitigar la degradación de los ambientes marinos 
se crean las áreas marinas protegidas AMP, definida según la UICN (1999), como “toda 
área de terreno intermareal o submareal, junto con sus aguas de superficie, flora, fauna y 
rasgos históricos y culturales acompañantes, que haya sido reservada bajo la ley u otros 
medios efectivos para proteger la totalidad o parte del entorno comprendido”. 
Los principales objetivos de las AMP´s son las de proteger las especies y hábitats de estos 
entornos, restaurar las reservas de pesquerías, administrar las actividades turísticas y 
reducir los conflictos por el uso de los recursos (Pomeroy et al., 2006). Estas estrategias 
se encaminan a su vez al ordenamiento y zonificación de usos del territorio y de los 
recursos naturales, pero que en ciertas zonas aun han sido insuficientes (Franco, 2007), 
porque las AMP no han logrado alcanzar las metas de conservación que les han sido 
asignadas, ni tampoco han sido aceptadas por las comunidades locales que hacen uso de 
los recursos allí presentes (McClanahan et al., 2005; McClanahan et al., 2006; Kareiva, 
2006). 
Algunos argumentos que explican la efectividad reducida de las AMP van desde factores 
biofísicos y ecológicos, tales como elementos relacionadas con el diseño físico (tamaño, 
geomorfología, etc.) de las AMP o su conectividad (Nyström y Folke, 2001) hasta factores 
sociales, tales como ignorar el rol de las comunidades locales, cuando se diseñan las 
estrategias de manejo o que las prácticas de gestión no siempre han empleado el mejor 
conocimiento científico y local disponible (Medina, 2010).   
Adicionalmente, otros autores han argüido que el escaso conocimiento de las condiciones 
socioeconómicas, de los medios de vida y las relaciones institucionales que caracterizan 
las comunidades pesqueras, son razones por las cuales las AMP´s han fallado en lograr 
sus objetivos sociales y biológicos (Bailey y Jentof, 1990; Cinner et al., 2010); sin olvidar 
que el diseño de las áreas protegidas fueron pensadas para un mundo estable, lo que 
conlleva a asumir que si la planificación en su gestión no es modificada, pueden ser áreas 
vulnerables a los cambios que está viviendo el planeta, razón por la cual hay que pensar 
en modelos de gestión construyendo capacidades de adaptación a los posibles disturbios 
(Medina, 2010), dirigidos a mantener el capital natural con estrategias que puedan 
adaptarse al cambio mediante el seguimiento y evaluación continuas (Duarte, 2006). 
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1.1.1 Áreas Marinas 
Protegidas en Colombia 
Las primeras áreas protegidas del país fueron creadas en la década de los 70´s y han 
representado la principal estrategia de conservación in situ de la biodiversidad (Alonso et 
al., 2008). En la actualidad, Colombia cuenta con 15 áreas marinas protegidas, de las 
cuales cinco están ubicadas en el Pacífico y diez en el Caribe colombiano1. En el país, son 
varios los sectores que afectan los ambientes marinos y costeros, como el turismo y la 
actividad pesquera, que a su vez son fuente importante en el sustento económico de las 
comunidades locales adyacentes (FAO, 2012). Otros factores de la degradación de los 
ambientes marinos en Colombia están relacionados con la contaminación por vertimientos 
domésticos, la sedimentación, la sobreexplotación de los recursos, el uso de artes de 
pesca inadecuados y la introducción de especies entre otros (Mancera y Sotelo, 2005). 
Los conflictos han estado presentes desde los primeros Parques Nacionales en el país, ya 
que sus políticas han sido contradictorias, en el sentido que se ha incluido el conocimiento 
técnico, dejando de lado las perspectivas de las comunidades locales que viven dentro o 
alrededor de las áreas protegidas (Duarte, 2006). Recientemente, se han establecido 
lineamientos en pro de la participación de privados dentro de los parques naturales, a 
través de la prestación de servicios ecoturísticos, con el fin de “promover el desarrollo 
sostenible en las regiones” (Conpes 3296 de 2004), estos intereses de conservación se 
ven opacados por el poder de trasformación espacial que tiene el turismo, caso específico 
el Parque Nacional Natural Corales del Rosario y San Bernardo (PNNCRSB) donde la alta 
afluencia de turistas y las demandas que generan han conllevado a un proceso de deterioro 
de los ecosistemas allí presentes (Resolución 0679 de 2005). 
1.1.2 Parque Nacional Natural 
Corales el Rosario y San 
Bernardo (PNN CRSB) 
El Parque Natural Nacional Corales del Rosario y San Bernardo (PNN-CRSB) hace parte 
de la Red de Parques Naturales de Colombia y ha sido clasificado como Área Marina 
Protegida (AMP). Es en su mayoría submarino y exhibe la formación de arrecife de coral 
más extensa y con mayor biodiversidad y desarrollo de la plataforma continental 
colombiana, albergando además ecosistemas como manglares, pastos marinos y bosques 
tropicales (Camargo et al., 2009). El PNN-CSRB fue creado en 1978 y se encuentra en el 
mar Caribe Colombiano, dentro de la jurisdicción del Distrito Turístico y Cultural de 
Cartagena de Indias. Sus coordenadas son 10°15´ y 9°35´de latitud norte, y los 75° 47´ y 
                                               
 
1 http://www.parquesnacionales.gov.co/portal/sistema-de-parques-nacionales-naturales/. Página 
visitada 27 de noviembre de 2014.  
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75° 50´de longitud oeste, ocupando una área de 120.000 hectáreas (Fig. 1) (Ministerio de 
Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2012;  Pineda et al., 2006). 
Figura 1. Parque Nacional Natural Corales del Rosario y San Bernardo PNNCRSB 
 
Como lo manifiesta el Decreto 622 de 1977, en las áreas protegidas marinas son 
permitidas aquellas actividades que tienen como fin la conservación o restauración, lo que 
excluye las actividades de explotación agropecuaria o pesquera. Sin embargo, la presencia 
de comunidades dentro del área protegida ha llevado al cuestionamiento de esta norma 
prohibitiva (Casañas, 2010). En general, las principales actividades económicas que se 
realizan en el Parque están relacionadas con el turismo (80%), uso residencial (10%) y, 
uso agropecuario (5%) con cultivos de pan coger (Pineda et al., 2006).  
Dentro del parque habitan principalmente comunidades afrodescendientes2, muy pobres 
(64% vive en la miseria y 36% en la pobreza) y que son altamente dependientes de los 
recursos naturales (Casañas, 2010). 
                                               
 
2 LEY 70/1993 (Art. 1): Se entiende por Comunidad Negra “el conjunto de familias de ascendencia 
afrocolombiana que poseen una cultura propia, comparten una historia y tienen sus propias 
tradiciones y costumbres dentro de la relación campo-poblado, que revelan y conservan conciencia 
de identidad que las distinguen de otros grupos étnicos.” 
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Debido a su belleza paisajística y a su riqueza biológica el parque es uno de los más 
visitados a nivel nacional, sin embargo, el manejo del turismo sin una debida planificación, 
ha convertido esta actividad en una amenaza para el área protegida (Mendoza et al., 2011) 
en términos ecológicos y más recientemente, impactos socioculturales y económicos en la 
población local que se ha visto excluída del desarrollo turístico, el cual se ha visto 
favorecido para ser manejado por el sector privado (Conpes 3296, 2004; Durán, 2007). 
Para el área marina protegida en cuestión (PNN-CRSB), no solo es el turismo 
convencional, sino la pesca artesanal las principales actividades que contribuyen a una 
presión sobre los recursos hidrobiológicos, empleándose artes de pesca no autorizados 
(palangre, boliche, dinamita) y que han afectado ecosistemas como los arrecifes de coral, 
praderas marinas y manglares (Pineda et al., 2006; FUNBAP, 2005). Finalmente, no se 
puede dejar de lado que esta presión sobre los recursos puede estar ocasionada por las 
costumbres de la comunidad local, como que en la región no existen alternativas de 
ingresos para los pobladores (Mendoza et al., 2008). 
1.2 Análisis desde los Sistemas Socio-Ecológicos (SSE) 
Recientemente, el análisis de sistemas socio-ecológicos (SSE) se ha constituido en una 
de las formas más aceptadas de análisis de la naturaleza para el desarrollo sostenible. Los 
SSE son definidos como un sistema que incluye tanto los componentes y relaciones dentro 
de la sociedad humana, como los componentes y las relaciones dentro de  los subsistemas 
ecológicos en interacción mutua (Gallopín, 1991). Los SSE se conciben como una 
perspectiva del “hombre en la naturaleza”. La necesidad de investigar SSE surge de 
reconocer y comprender cada vez más el comportamiento de cada uno de los 
componentes sociales y ecológicos del SSE y las interacciones existentes entre ellos; de 
esta forma, muchos de los análisis relacionados con vulnerabilidad, resiliencia y capacidad 
de adaptación han sido asumidos bajo este enfoque (Gallopín 2006). 
El concepto de un sistema socio-ecológico refleja la idea de que la acción humana y las 
estructuras sociales son parte integral de la naturaleza y por ende cualquier distinción entre 
los sistemas sociales y naturales es arbitraria. Para Berkes et al. (1998), los sistemas 
naturales se refieren a los procesos biológicos y biofísicos, mientras que los sistemas 
sociales hacen referencia a las reglas e instituciones que median el uso humano de los 
recursos, así como el conocimiento y ética en que se interpreta el sistema natural desde 
una perspectiva humana. 
Las interacciones que se establecen entre los sistemas sociales y ecológicos en los SSE 
se dan por doble vía; por un lado, las actividades de tipo cultural, político, social y 
económico generan cambios y transformaciones en el ambiente y, por el otro, las 
dinámicas de los ecosistemas influencian la cultura, las relaciones de poder y las 
actividades económicas de los hombres (Salas et al., 2012). Debido a las interacciones 
socio-ambientales, se reconoce que aparecen nuevas configuraciones emergentes en los 
SSE´s, como que éstos pueden auto-organizarse y que la adaptación es posible en éstos; 
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dichas características representan un reto en la gestión de los SSE y proporcionan pistas 
para su posible re-organización ante el enfrentamiento de una perturbación (Resilience 
Alliance, 2010). 
Bajo el criterio anterior, la protección de los ecosistemas marino-costeros no se puede 
fundamentar exclusivamente en criterios biológicos, sino se debe asumir que éstos hacen 
parte del SSE, y que están integrados a la sociedad –en particular a los usuarios locales- 
(Moreno y Maldonado, 2012). Como menciona Cumming (2011), los análisis basados en 
el enfoque de SSE reconocen que el hombre depende de los recursos naturales y a su vez 
los modifica con sus acciones. 
 
Sustentados en el enfoque de SSE, los referentes teóricos que enmarcan y orientan este 
estudio buscan abordar el problema de investigación desde una perspectiva integral, bajo 
tres preceptos: i) medios de vida sostenibles y vulnerabilidad ii) resiliencia socio-ecológica, 
iii) capacidad de adaptación. A continuación se explican cada uno de ellos y se describe 
cómo están relacionados con el problema de investigación al que se dirige este estudio.  
1.2.1 Medios de Vida. 
Los medios de vida son una herramienta de análisis que surge en los años 80´s y 90´s en 
las investigaciones sobre temas que relacionan la pobreza, el ambiente y el desarrollo. 
Este instrumento permite analizar las causas de la pobreza por medio de la caracterización 
de los recursos disponibles y sus estrategias de supervivencia (DFID, 1999). En tal sentido, 
se definen los medios de vida como el conjunto de las capacidades, activos sociales y 
materiales, actividades y estrategias requeridas para subsistir. Un medio de vida es 
sostenible cuando las personas tienen capacidades que les permitan enfrentar y 
recuperarse ante perturbaciones y puedan mantener o mejorar su bienestar y el de las 
generaciones futuras, sin deteriorar la base de los recursos naturales (Chambers y 
Conway, 1992; Singh, 1996; Stewart y Crowley, 2005). Singh y Titi (citados en Singh, 1996) 
observaron que las capacidades de las personas dependen de “la disponibilidad y 
accesibilidad a opciones ecológicas, socio-culturales, económicas y políticas, 
fundamentadas en la igualdad, en los derechos de propiedad de los recursos y en la 
participación en los procesos de decisión”.  
 
Aunque existen diversas aproximaciones para el análisis de los medios de vida, la mayoría 
de ellos están construidos por componentes que permiten comprender cómo los hogares 
interactúan con el medio exterior, tanto en el medio natural, como en el contexto político e 
institucional (Twigg, 2007; Stewart y Crowley, 2005), presentando principalmente los 
siguientes elementos (Fig. 2): 
 Activos y capacidades: son los recursos que las personas poseen y usan para 
obtener su sustento. Existen diferentes tipos de activos o capitales disponibles 
para los hogares: capital humano, capital físico, capital financiero, capital social y 
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capital natural y según su acceso y habilidad de manejo, los individuos pueden 
permanecer o no en una situación de pobreza. 
 Contexto de Vulnerabilidad: se refiere a eventos externos e impredecibles que 
pueden afectar los medios de vida y causar que los hogares caigan en situaciones 
de pobreza. La estacionalidad, los choques y las tendencias son componentes que 
generan vulnerabilidad y afectan la disponibilidad de los activos. 
 Políticas, instituciones y procesos de transformación: son el conjunto de 
factores externos que influencian el rango de opciones de vida disponibles para 
los distintos tipos de hogares en una comunidad.  
 Estrategias: mecanismos mediante los cuales las personas pobres despliegan 
sus activos y capacidades para mejorar sus medios de vida. Las estrategias 
constituyen la combinación de actividades y decisiones que la gente puede realizar 
para lograr sus objetivos de sustento. Entre más estrategias, mayor será la 
capacidad para enfrentar disturbios o choques. 
 Resultados: se refieren a las trayectorias de los hogares con base en sus 
estrategias y al manejo de los activos disponibles. Los fracasos en los resultados 
implican inestabilidad en la consecución de ingreso y alimentación, aumentando la 
vulnerabilidad ante los choques y, pérdida de activos y empobrecimiento. 
Estrategias exitosas pueden conducir a más ingreso y mejores medios de vida 
económicamente y ambientalmente sostenibles, incrementando el bienestar, la 
capacidad de adaptación, reduciendo la vulnerabilidad y motivando el uso más 
sostenible de los recursos naturales. 
Figura 2. Enfoque de Medios de Vida 
Fuente: (Stewart y Crowly, 2005), tomado de Casañas, 2010. 
Bajo el enfoque de los medios de vida se puede analizar de qué forma el manejo de los 
recursos marinos y costeros afecta la calidad de vida de la comunidad local, sí este manejo 
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es sostenible y si las intervenciones políticas e institucionales que se llevan a cabo por las 
entidades gubernamentales o no gubernamentales favorecen o debilitan los medios de 
vida de las comunidades para alcanzar resultados exitosos.  
1.2.2 Vulnerabilidad 
El término vulnerabilidad ha sido utilizado en diferentes ámbitos de la investigación, lo que 
ha conllevado que no haya un consenso sobre su significado (Gallopin, 2006). En general, 
se establece que la vulnerabilidad de un sistema es el reflejo de la exposición y la 
sensibilidad del mismo ante condiciones peligrosas, así como de su capacidad de 
recuperación para hacer frente y adaptarse a los efectos de dichas condiciones (Smit y 
Wandel, 2006). El concepto ha sido usado como herramienta para el análisis de la 
susceptibilidad al daño que pueden sufrir los sistemas biofísicos y sociales, así como para 
orientar la normatividad y las acciones que mejoren el bienestar a través de la reducción 
del riesgo (Adger, 2006). 
 
La vulnerabilidad se determina en tres (3) dimensiones: i) la exposición, que se refiere al 
grado que un sistema se estresa por las condiciones medioambientales y los fenómenos 
climáticos, ii) la sensibilidad, que describe el nivel de susceptibilidad para sufrir daño por 
una perturbación y que, puede  ser repercutida según la dependencia que se tenga de los 
recursos, así como de la tecnología usada para su aprovechamiento y iii) la capacidad 
adaptativa, que refleja la capacidad de las sociedades para anticiparse y responder a 
cambios y, de hacer frente y recuperarse (Gallopin, 2006; Cinner et al., 2011). 
 
Es así como el grado de vulnerabilidad de una comunidad o sociedad particular, que se 
conoce como vulnerabilidad social (Adger, 2000), es un resultado de los medios de vida 
con que cuentan los hogares, que conlleva a su vez, a mejorar o empeorar las condiciones 
de bienestar, así como la conservación del ambiente. Un hogar es vulnerable cuando 
“potencialmente sufrirá daños o pérdidas, relacionadas con la capacidad de anticiparse al 
peligro, enfrentándolo, resistiéndolo y recuperándose de su impacto” (Twigg, 2007). 
 
1.2.3 Resiliencia 
El concepto de resiliencia fue inicialmente definido por Holling (1973) como una medida de 
la persistencia de los sistemas y de su capacidad para absorber el cambio y la perturbación 
y seguir manteniendo las mismas relaciones entre las poblaciones o variables de estado. 
Más recientemente, Walker et al. (2004) la definen como “la capacidad de un sistema para 
absorber perturbación y reorganizarse mientras se somete a un cambio con el fin de 
conservar esencialmente la misma función, estructura e identidad”. Aunque el concepto se 
definió inicialmente en términos ecológicos, la resiliencia ha sido aplicada también en el 
ámbito de los sistemas sociales y se ha acuñado el término de resiliencia social, definida 
como “la capacidad que tienen las comunidades para hacer frente a las tensiones externas 
y alteraciones como resultado de factores sociales, políticos y de cambio ambiental (Adger, 
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2000).  La resiliencia socio-ecológica reúne ideas como la capacidad de adaptación, el 
aprendizaje y la autoorganización de los sistemas (Carpenter et al, 2001), representando 
otra perspectiva para entender las iniciativas comunitarias de autogestión de los recursos 
y su sostenibilidad, en las que las comunidades por medio de la organización y el 
conocimiento que tienen de su territorio hacen frente a las perturbaciones externas que 
enfrentan. 
La resiliencia puede ser entendida como un concepto que combina los elementos sociales 
y ecológicos, es así que autores como Carpenter et al. (2001) consideran que los 
indicadores de resiliencia difieren en dos sentidos de los indicadores netamente ecológicos 
usualmente diseñados para análisis de sistemas naturales: i) asume que la resiliencia se 
aplica al sistema socio-ecológico entero y no solo al subsistema ecológico y ii) la resiliencia 
se enfoca en variables que subyacen la capacidad del socio-ecosistema para proveer 
servicios ecosistémicos, mientras que los otros indicadores a menudo solo evalúan el 
estado actual de un sistema o servicio.  
La vulnerabilidad se ha configurado como la antítesis de la resiliencia3, es por ello que un 
nivel bajo de vulnerabilidad o un nivel alto de resiliencia son considerados resultados 
positivos de los medios de vida de los hogares y comunidades, que están, determinados 
por factores físicos, ambientales, sociales, económicos, políticos, culturales e 
institucionales. El nivel de vulnerabilidad es un resultado de los medios de vida y al igual 
que en una trampa, bajos niveles de vulnerabilidad pueden conducir a empeorar el 
bienestar de los hogares y comunidades y la conservación ambiental de los ecosistemas 
y su capacidad para proveer servicios. 
1.2.4 Capacidad Adaptativa 
La capacidad adaptativa es entendida como la capacidad que tiene una comunidad para 
enfrentar, resistir, recuperarse y tomar ventaja de perturbaciones o cambios extremos 
(Gallopin, 2006; Cinner et al, 2011).  En términos biológicos se refiere a la capacidad de 
un sistema ecológico para enfrentar y  adaptarse a diferentes contingencias, que se reflejan 
en la habilidad para sobreponerse de disturbios, sin perder sus funciones, vivir y 
reproducirse; en términos sociales, además de lo descrito, la capacidad adaptativa 
incorpora  la destreza para mejorar las condiciones de calidad de vida y tomar ventaja de 
oportunidades nuevas que se presentan con la perturbación enfrentada, es decir, la 
                                               
 
3 Para la Resilience Alliance (2011), la resiliencia aplicada a los SSE presenta 3 características que la definen: 
i) la cantidad de cambio que un sistema puede soportar y aun retener su funcionalidad y estructura, ii) el 
grado al cual el sistema es capaz de auto organizarse y iii) la habilidad del sistema para construir y para 
incrementar la capacidad de aprendizaje y adaptación. 
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capacidad adaptativa en términos sociales incorpora respuestas reactivas y proactivas 
frente a la adversidad (Gallopin, 2006; Smit y Wandel, 2006). 
 
En los ecosistemas, la capacidad adaptativa puede depender de factores como la 
diversidad de especies -y sus interacciones-, la redundancia funcional y la abundancia,  
mientras que en los sistemas sociales, la capacidad adaptativa está relacionada con 
múltiples dimensiones que incluyen factores sociales, económicos e institucionales 
(Scheffer et al., 2000). Entre los mecanismos sociales que otorgan capacidad adaptativa 
en una sociedad está la construcción y trasmisión cultural de conocimiento ecológico local 
en sistemas tradicionales de manejo de recursos (Carpenter et al., 2001; Olsson et al., 
2004).  
 
Refiriéndose en términos del SSE, McClanahan et al. (2008) definen la capacidad de 
adaptación como “el potencial social de enfrentarse a perturbaciones y tomar ventaja de 
las nuevas oportunidades, ya sea por impactos climáticos, intervenciones para la 
conservación u otros cambios en el sistema socio-ecológico”. Este potencial será afectado 
o influenciado por factores como la capacidad de gestión, acceso a los recursos, a la 
tecnología, información financiera y el entorno institucional (Smit y Wandel, 2006). 
La definición de resiliencia y capacidad adaptativa son muy cercanas y, aunque no son lo 
mismo, puede decirse que son conceptos que se traslapan (Moreno-Sánchez y 
Maldonado, 2012): la capacidad adaptativa resalta la habilidad para ajustarse a los 
cambios, mientras que la resiliencia hace hincapié en la habilidad para mantener un 
sistema sin colapsar, pero ajustándose mientras el cambio ocurre (Berkes, 2011). La 
capacidad adaptativa se traslapa con la resiliencia en lo concerniente a la capacidad de 
aprender o adaptarse; sin embargo, la capacidad adaptativa se focaliza en el aprendizaje 
y la adaptación a perturbaciones y la habilidad de poder modificar el sistema, siendo este 
aspecto el que reside mayor relevancia en este concepto. Tanto así, que la capacidad 
adaptativa se entiende como la capacidad que tienen los actores en un sistema para 
influenciar la resiliencia de este (Walker et al., 2004).  
Algunos estudios reportan que comunidades con una baja capacidad adaptativa presentan 
escasa o nula dotación de equipamientos para enfrentar las normas que restringen el 
acceso a –o el uso de- los recursos interpuestas por la figuras de áreas marinas protegidas, 
lo que conlleva a que estas comunidades locales no estén dispuestas o no tengan los 
medios de subsistencia requeridos para cumplir con dicha normatividad, llevando a las 
fallas en la efectividad de las  AMP´s y que a través de su ineficacia se conviertan en 
“Parques de papel” (McClanahan, 2008).  
 
Como señala la literatura (Walker et al., 2004; McClanahan et al., 2005; McClanahan et al., 
2006), la falta de efectividad de las AMP´s se explica en gran parte por la no comprensión 
de las condiciones socio-económicas y los medios de vida de las comunidades locales que 
tradicionalmente han dependido de la extracción y uso de los recursos como fuente de 
alimentos e ingresos. Situación que se agrava cuando las comunidades locales, usuarias 
de los recursos, no son incorporadas en la planificación y la toma de decisiones de las 
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AMP´s. La estimación de la capacidad adaptativa permite identificar y entender desde una 
visión holística, las diferentes dimensiones y los elementos que potencian –o limitan la- 
habilidad de las comunidades dependientes del uso de recursos, para enfrentar las 
restricciones impuestas por intervenciones de conservación como las áreas protegidas 
1.3 Un Abordaje a la Pobreza como Elemento de la 
Capacidad Adaptativa de Comunidades Usuarias de 
Recursos 
La pobreza es quizá de los problemas más graves que enfrenta la humanidad, presentando 
múltiples facetas, como el infraconsumo, la desnutrición, precarias condiciones 
habitacionales, niveles de educación bajos, inserción laboral inestable, poca participación 
en los mecanismos de integración social,  entre otras (Lamas y Murrugara, 2007). Ha sido 
definida como la incapacidad de las personas de vivir una vida tolerable (PNUD, 1997) y 
que puede ser asumida de forma absoluta, analizando las carencias de bienes y servicios 
básicos (necesidades básicas del individuo) o de forma relativa, situando el fenómeno de 
la pobreza en la sociedad objeto de estudio (INE, s.f). 
Cuando se habla de desarrollo humano y reducción de la pobreza, no se debe tener solo 
como premisa el nivel de consumo, sino el hecho de que los seres humanos puedan 
satisfacer sus necesidades básicas de alimentación, salud, vivienda, educación, entre 
otros, que va más allá de la esfera de la economía y de su evaluación monetaria o mercantil 
(Angulo, 2010). Amartya Sen (1999), hace una importante contribución, definiendo la 
pobreza como “la privación de capacidades básicas”, diferente a aquella que es percibida 
como un asunto de ingresos económicos, pero sin dejar de lado que estos dos criterios 
están ligados, ya que la falta de ingresos es una de las principales causales de la pobreza 
y a su vez priva a las personas de las “capacidades” para tener una vida sana y digna. 
Se ha detectado una relación directa entre la degradación de los ecosistemas y la 
biodiversidad con la pobreza, encontrándose que los inmediatos beneficiarios de los 
servicios ecosistémicos –como medios de subsistencia- son mayoritariamente pobres; este 
dato no puede desconocerse si se desea cumplir con los objetivos del milenio y sí se 
reconoce que la naturaleza brinda a los pobres más de la mitad de sus medios de 
subsistencia que no se pueden sustituir (PNUMA, 2008). Si se piensa en un desarrollo 
sostenible, éste debe vincular decisiones económicas no solo pensadas en el bienestar 
ecológico, sino social, relacionando la calidad de vida con la calidad del medio ambiente, 
lo que conllevaría a lograr el objetivo de la sostenibilidad, mejorando el nivel y calidad de 
vida humano, al tiempo que se garantizaría y conservarían los recursos naturales del 
planeta (Angulo, 2010). 
Por otro lado, hay que entender que los pobres son más vulnerables a los diversos riesgos 
a los que están expuestos, como el hecho también que esta condición lleva a que cuenten 
con menos herramientas para manejarlos, aumentando las probabilidades de perder 
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activos tangibles e intangibles ante choques o disturbios que aumenten su pobreza y 
desigualdad (Lampis, 2010). 
Aunque la pobreza y la vulnerabilidad no son sinónimos, sí se encuentran estrechamente 
relacionados; la primera describe las carencias o necesidades de las personas y es una 
condición menos variable, mientras que la vulnerabilidad es algo relativo y se expresa de 
forma particular frente a un evento particular. Las políticas frente a la pobreza se 
direccionan al mejoramiento del ingreso o el aumento del consumo y los programas contra 
la vulnerabilidad pretenden reducir los posibles efectos negativos de una amenaza y 
aumentar la seguridad (Lampis, 2010).  
Se ha encontrado que la pobreza es uno de los elementos fundamentales de la capacidad 
adaptativa, porque constituye un factor que genera vulnerabilidad (Smith y Pilisofova, 
2001). En el contexto de AMP´s, donde la estimación de la capacidad adaptativa ha 
generado resultados bajos en términos de pobreza, se ha sugerido la necesidad de 
inversiones para aliviar la pobreza, la infraestructura, el capital social, así como brindar 
alternativas para la generación de ingresos y de esta forma, una comunidad pueda ser 
capaz de aprovechar e implementar exitosamente las estrategias de conservación 
establecidas (McClanahan, 2008). No obstante, es importante resaltar que una mala 
comprensión de la pobreza, y los medios de subsistencia de las comunidades locales, 
puede dirigir y concebir mal los esfuerzos de gestión (Cinner et al., 2010). 
Particularmente en este estudio, la pobreza se asume como un factor fundamental en la 
capacidad de adaptación de las comunidades locales, usuarias de los recursos, para hacer 
frente al establecimiento de un Área Marina Protegida, reconociendo que, según la 7ª 
Conferencia de las Partes –COP 7- (Convenio sobre la Diversidad Biológica) es 
indispensable que los sistemas de áreas protegidas se mantengan , eficazmente 
manejadas, con áreas representativas, que contribuyan a la reducción de la pérdida de la 
biodiversidad, así como a la reducción de la pobreza y demás metas de Desarrollo del 
Milenio (Decreto 2372 de 2010). Por tanto, para lograr los objetivos de esta investigación 
y, particularmente, para evaluar diferentes medidas de pobreza como elemento 
fundamental de la capacidad adaptativa de las comunidades, se explican a continuación 
dos medidas estándares de pobreza: i) el Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas –
NBI-, que ha sido utilizado ya en el país como indicador de pobreza en la estimación de la 
capacidad de adaptación de las comunidades (Maldonado y Moreno-Sánchez, 2014; 
Moreno-Sánchez y Maldonado, 2013; Maldonado et al., 2010; Ramírez et al., 2009) y ii) el 
Índice de Pobreza Multidimensional -IPM. 
1.3.1 Mediciones de Pobreza 
La pobreza es una medida descriptiva de las carencias o necesidades de una persona o 
un hogar; sin embargo, no existe un consenso claro de cómo medirla o de cómo 
solucionarla. De todas formas, esto ha llevado a ser un tema de gran interés para los 
gobiernos y los organismos internacionales (Pérez y Salazar, 2007), pero como diría 
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Amartya Sen (1999), los ejercicios de medición no solo pueden ser de observación, registro 
o crónica, sino que deben tener un fondo de pensamiento, análisis y juicio. En la actualidad 
se está tratando de incorporar criterios no materiales de la pobreza, que influyen en la 
ampliación y fortalecimiento del capital social de la población pobre a través de su 
participación en temas de educación, trabajo, información y poder político (Lamas et al., 
2007). 
Colombia cuenta con experiencia en la medición de la pobreza, a través de mediciones 
indirectas y directas (DNP, 2012), contando con una variedad de índices 
multidimensionales de pobreza, calidad de vida y desarrollo humano, como lo son el Índice 
de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI), el Índice de Calidad de Vida (ICV) y el índice 
de focalización de gasto social (SISBEN) (Angulo et al., 2011). Oficialmente, en el país 
existen dos formas de medir la pobreza: a través del cálculo a partir de los ingresos de los 
hogares, denominado como “pobreza monetaria” y el Índice de Pobreza Multidimensional 
(IPM) (DANE, 2012). Para este estudio se abordaron dos técnicas para la medición de la 
pobreza, la aplicada por Maldonado y Moreno-Sánchez (2014) el NBI y el nuevo criterio 
usado en el país (IPM), para encontrar sus similitudes y diferencias. Las dos formas de 
medición se describen a continuación.    
1.3.1.1 Índice de Necesidades Básicas 
Insatisfechas (NBI) 
El método de las necesidades básicas insatisfechas (NBI), ha sido usado en el país desde 
1978 permitiendo evaluar la pobreza a través de las condiciones físicas de la vivienda, 
cobertura de servicios públicos básicos y niveles educativos (Nina et al., 2007). Estos 
atributos representan una medida de la pobreza estructural, que busca determinar, con la 
ayuda de algunos indicadores simples, si las necesidades básicas de una población están 
cubiertas; así los grupos que no alcancen un umbral mínimo establecido serán 
considerados pobres (DANE, 2005). La Tabla 1 permite ver las variables con las que se 
mide el índice (NBI):  
Tabla 1. Dimensiones del NBI 
Dimensión Descripción 
Viviendas 
inadecuadas 
Este indicador expresa las características físicas de las viviendas 
consideradas impropias para el alojamiento humano. Específicamente 
se refiere a viviendas móviles, o ubicadas en refugios naturales o bajo 
puentes, o sin paredes o con paredes de tela o de materiales de desecho 
o con pisos de tierra, en la zona rural el piso de tierra debe estar 
asociado a paredes de material semipermanente o perecedero. 
Viviendas con 
hacinamiento critico 
Con este indicador se busca captar los niveles críticos de ocupación de 
la vivienda por el grupo que la habita. Se consideran en esta situación 
las viviendas con más de tres personas por cuarto (excluyendo cocina, 
baño y garaje). 
Vivienda con 
servicios 
inadecuados 
Este indicador expresa en forma más directa la falta de acceso 
a condiciones vitales y sanitarias mínimas. Se distingue, igualmente, la 
condición de las cabeceras y las del resto. En cabeceras, comprende 
las viviendas sin sanitario o que careciendo de acueducto se provean de 
agua en río, nacimiento, carrotanque o de la lluvia. En el resto, dadas 
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las condiciones del medio rural, se incluyen las viviendas que carezcan 
de sanitario y acueducto y que se aprovisionen de agua en río, 
nacimiento o de la lluvia. 
Viviendas con alta 
dependencia 
económica 
Se clasifican aquí las viviendas en los cuales haya más de tres personas 
por miembro ocupado y el jefe tenga, como máximo, dos años 
de educación primaria aprobados. 
Viviendas con niños 
escolares que no 
asisten a la escuela 
Mide la satisfacción de necesidades educativas mínimas para la 
población infantil. Considera las viviendas con, por lo menos, un niño 
mayor de 6 años y menor de 12, pariente del jefe y que no asista a un 
centro de educación formal. 
Fuente: DANE, 2005 
Con base en la tabla anterior, un hogar se considera como Pobre por NBI si presenta 
alguna de las siguientes necesidades: si no logra una de las dimensiones, es decir sí no 
tiene una vivienda con materiales adecuados, si su vivienda tiene servicios públicos de 
acueducto y alcantarillado inadecuados, si tienen un nivel de hacinamiento, si el grado de 
dependencia económica es alto o cuando uno de sus niños entre 6 y 12 años no asiste a 
algún establecimiento escolar. Un hogar se considera en Miseria por NBI, o en pobreza 
extrema, cuando tiene dos o más de estas características o dimensiones.  
1.3.1.2 Índice de Pobreza Multidimensional (IPM)  
El Índice de Pobreza Multidimensional (IPM) fue desarrollado por Alkire y Foster y refleja 
el grado de privaciones de las personas basados en un grupo de dimensiones y cuya 
metodología ha sido adoptada en Colombia por iniciativa del Departamento Nacional de 
Planeación (DNP) y es usado a partir del 2012 como medida complementaria a la medida 
oficial de pobreza monetaria (DANE, 2014). Bajo ese contexto, se adelantaron ejercicios 
de construcción de un Índice de Pobreza Multidimensional IPM, que no solo permitiera 
determinar la incidencia de la pobreza, sino la brecha y la severidad (Angulo et al., 2011), 
y que, a su vez fuera en sintonía con el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 
“Prosperidad para todos”, donde uno de sus pilares es disminuir la pobreza, y para lo cual 
se requieren los instrumentos adecuados para hacer seguimiento a las estrategias para la 
reducción de la pobreza (DNP, 2012). 
 
En el país, la definición de la variables del IPM fueron fruto de la revisión de variables 
usadas en Latinoamérica, de la Constitución Política y de los índices multidimensionales 
aplicados en el país (NBI, ICV, SISBEN III); así como de los umbrales definidos por los 
Objetivos de Desarrollo del Milenio y la discusión con expertos y responsables sectoriales, 
entre otros (Angulo et al., 2011) 
 
Finalmente y como resultado de diversos ejercicios se seleccionaron 5 dimensiones i) 
condiciones educativas del hogar, ii) condiciones de la niñez y la juventud, iii) trabajo, iv) 
salud y, v) acceso a servicios públicos domiciliarios y condiciones de vida; medidos a través 
de 15 indicadores. El IPM en nuestro país tiene como unidad de análisis el hogar, lo que 
conlleva a decir que las privaciones son experimentadas simultáneamente por las 
personas que conforman el hogar y no por personas aisladas (Angulo et al., 2011).  
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Esquemáticamente el IPM para Colombia tiene las dimensiones que se muestran en la 
Figura 3. 
Figura 3. El IPM y sus dimensiones 
 
Fuente: OEA (2013). 
 
La Tabla 2 permite vislumbrar cada una de las dimensiones del IPM, así como sus variables 
y la descripción para su medición: 
Tabla 2. Dimensiones y variables del IPM. 
Dimensión Variable Descripción 
Condiciones 
educativas 
del hogar 
(0.2) 
Bajo logro 
educativo (0.1) 
Se mide a través de la escolaridad promedio de las personas de 
15 años y más en el hogar. Se considera que un hogar está 
privado cuando el promedio del logro educativo de las personas 
de 15 años y más que lo componen es menor a 9 años escolares 
Analfabetismo 
(0.1) 
Este indicador se define como el porcentaje de personas de 15 
años y más en un hogar que saben leer y escribir. Se consideran 
como privados aquellos hogares donde menos del 100% de las 
personas de 15 años y más saben leer y escribir, es decir, en 
donde al menos una persona de 15 años o más no sabe leer y 
escribir 
Condiciones 
de la niñez y 
la juventud 
(0.2) 
Inasistencia 
escolar (0.05) 
Proporción de niños en edad escolar (de 6 a 16 años) en un hogar 
que asisten a un establecimiento educativo. De acuerdo con este 
indicador se considera que un hogar está privado si menos del 
100% de los niños entre 6 y 16 años asiste al colegio 
Rezago escolar 
(0.05) 
Porcentaje de niños entre 7 y 17 años que no tiene rezago 
escolar4. Se considera que un hogar tiene privación en la variable 
si alguno de los niños entre 7 y 17 años tiene rezago escolar 
Barreras de 
acceso a 
servicios para el 
cuidado de la 
Porcentaje de niños de 0 a 5 años en el hogar que tiene acceso 
a los servicios para el cuidado infantil (salud, nutrición, cuidado y 
educación inicial) de manera simultánea. Se considera que un 
hogar enfrenta privación en esta variable si al menos uno de los 
                                               
 
4 El rezago escolar se define como la diferencia entre el número de años normativos y años aprobados por 
un niño entre 7 y 17 años de edad. 
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primera infancia 
(0.05) 
niños entre 0 y 5 años del hogar no tiene acceso simultáneo a los 
servicios para el cuidado integral de la primera infancia 
Trabajo infantil 
(0.05) 
Están en condición de trabajo infantil niños de 12 a 17 años que 
son ocupados. Un hogar enfrenta privación en esta variable si al 
menos un niño en el rango de edad es ocupado 
Trabajo (0.2) 
Desempleo de 
larga 
duración(0.1) 
Este indicador mide el porcentaje de la población 
económicamente activa (PEA) del hogar que está desempleado 
por más de 12 meses. Un hogar en donde haya por lo menos una 
persona económicamente activa en desempleo de larga duración 
se encuentra en  privación por esta variable 
Empleo informal 
(0.1) 
Proporción de la Población Económicamente Activa del hogar 
que está ocupada con afiliación a pensiones (la afiliación a 
pensiones se toma como proxy de la formalidad). Se considera 
en privación un hogar en donde menos del 100% de la PEA tiene 
trabajo formal 
Salud (0.2) 
Sin 
aseguramiento 
en salud (0.1) 
Porcentaje de personas en el hogar que se encuentran afiliadas 
al Sistema de Seguridad Social en Salud (SGSSS). Un hogar se 
encuentra en privación si alguno de sus miembros no está 
asegurado en salud 
Barreras de 
acceso a 
servicios de 
salud dada una 
necesidad (0.1) 
Proporción de personas del hogar que, dada una necesidad, 
accedieron a servicio institucional de salud. Se consideran como 
privados los hogares en los que alguna persona con necesidad 
sentida no acudió a médico general, especialista, odontólogo, 
terapista o institución de salud para tratar el problema 
Acceso a 
servicios 
públicos 
domiciliarios 
y condiciones 
de la vivienda 
(0.2) 
Acceso a fuente 
de agua 
mejorada    
(0.04) 
En el área urbana un hogar se considera en situación de 
privación, si este no cuenta con conexión a servicio público de 
acueducto en la vivienda. En el área rural, se consideran privados 
aquellos hogares que, teniendo o no servicio público de 
acueducto, obtienen el agua para preparar los alimentos de pozo 
sin bomba, agua lluvia, río, manantial, pila pública, carro tanque, 
aguatero u otra fuente 
Eliminación de 
excretas (0.04) 
Se consideran privados los hogares del área urbana que no 
poseen conexión a servicio público de alcantarillado. En el área 
rural están privados los hogares que tienen inodoro sin conexión, 
letrina o bajamar, o simplemente no cuentan servicio sanitario 
Pisos   (0.04) Se consideran como privados los hogares que tienen pisos en 
tierra 
Paredes 
exteriores (0.04) 
La privación en la zona urbana se evidencia cuando el material 
de las paredes exteriores del hogar es madera burda, tabla, 
tablón, guadua, otro vegetal, zinc, tela, cartón, deshechos o no 
tiene paredes. En la zona rural el hogar esta privado siempre que 
el material de las paredes exteriores sea guadua, otro vegetal, 
zinc, tela, cartón, deshechos o cuando no tenga paredes 
Hacinamiento 
crítico (0.04) 
Se considera que existe hacinamiento en el hogar cuando el 
número de personas por cuarto para dormir, excluyendo cocina, 
baño y garaje, es mayor o igual a 3 personas en el área urbana y 
de más de 3 personas por cuarto en la zona rural 
Fuente: DNP, 2012 
En Colombia se considera que un hogar es pobre sí tiene privaciones en el 33% (5) o más 
de las variables descritas en la tabla anterior (DNP, 2012). Sí el porcentaje se acerca al 
47% (7 privaciones), el hogar se considera que está en el umbral de pobreza extrema 
(Gobernación de Antioquia, 2012). 
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2. Métodos 
Este capítulo aborda tres temas a desarrollar: i) la caracterización del área de estudio, ii) 
un enfoque metodológico para la estimación de la capacidad adaptativa y iii) recolección 
de información y análisis de la misma. 
2.1 Zona de Estudio 
La península de Barú tiene una área aproximada de 7.117 hectáreas, está conformada por 
tres corregimientos: Ararca, Santa Ana y Barú, de los cuales solo el último hace parte del 
área protegida del PNN-CRSB (Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
2012) y hacen parte del área rural del Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias 
en el departamento de Bolívar, Colombia. Este estudio se llevó a cabo, específicamente 
en el corregimiento de Barú. El centro poblado está localizado en los 10°08’30’’ de latitud 
Norte y 75°41’05’’ de longitud Oeste. (Fig. 4). 
Figura 4. Área de Estudio. 
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No existe mucha información sobre la historia del poblado de Barú, fue fundado en el año 
de 1774, hacia 1833 es catalogada como parroquia y ya en el año de 1889 se inscribe 
como corregimiento (Ordosgoitia, 2011). Las principales actividades económicas para esta 
época eran la agricultura y la pesca, que eran primordialmente para autoconsumo. Es en 
el siglo XX (denominado el siglo de las propesridades), donde ocurren varios eventos que 
han moldeado la actualidad de la comunidad barulera, entre los que destacan (Marquéz, 
2014; Durán, 2007):  
i) La economía del coco, destinada a satisfacer las necesidades de la región y 
que se vió afectada en la década de los 50´s con la llegada de la “porroca”, una 
enfermedad que afectó los cultivos de coco en el caribe colombiano. 
ii) La llegada de los primeros compradores de la tierra: el intercambio económico, 
generó que personas del litoral pusieran sus ojos en la zona, la cual por su 
belleza paisajística generó un gran interés, en la compra de terrenos para zonas 
de recreo, así como la llegada de los primeros hoteles. Este proceso se 
intensificó desde 1970. 
iii) Contrabando y narcotráfico: estos procesos involucraron a la población primero 
en el transporte de diferentes cargamentos. Luego la presencia de grandes 
terratenientes como narcotraficantes en la región, conviriteron las dinámicas de 
la población asociada a una vida de derroche y en ocasiones violento, por las 
altas sumas de dinero que circulaban en la zona. 
iv) El auge del turismo: a partir de los 80´s hasta la actualidad, que ha generado el 
aumento de casas de recreo, asi como el establecimiento de modelos de 
turismo de masas en la zona. 
v) Finalmente el establecimiento del PNN Corales del Rosario y de San Bernardo, 
que por sus propias políticas de conservación ha generado restricción a zonas, 
asi como al acceso a los recursos naturales. 
 
En general estos eventos han conllevado que la población local: i) haya perdido acceso a 
tierras publicas, por ejemplo las playas, ii) se hayan reducido los terrenos para la 
agricultura, iii) desplazamiento de la población nativa, asi como la concentración de la 
mayoría de ella en el centro poblado del corregimiento y iv) malestar en la comunidad local 
por la desigualdad en la aplicación de las normas entre ellos y el sector privado presente 
en la región (Marquéz, 2014; Durán, 2007). 
En la actualidad no se tiene un dato exacto de la población del corregimiento de Barú, 
oscilando entre los 2.700 y 6.000 habitantes, principalmente de comunidades negras 
(Lizarazo y López, 2007; Pineda et al., 2006); algunos aspectos de las condiciones 
socioeconómicas en el corregimiento es la ausencia de servicio de acueducto5, 
                                               
 
5 La única fuente de agua es la provisión a través de aguas lluvias. En las temporadas secas, se realiza con ayuda de la 
Armada Nacional y la Alcaldía de Cartagena, mediante el suministro en bongos (Ministerio de Medio Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, 2012). 
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alcantarillado, y de presentar un reciente servicio de gas natural en algunas viviendas, lo 
que conlleva a cocinar aún con carbón y leña en otras. Por otro lado, muy pocas casas 
cuentan con pozo séptico para la disposición de sus excretas (Pineda et al., 2006).  Las 
principales actividades económicas de los pobladores de Barú son: i) la pesca6, utilizando 
principalmente el cordel y el arpón, siendo las especies más importantes la langosta, el 
pargo, cherna, carito, picúa, ronco, mero y saltona ; ii) el turismo, actividad que es eventual 
dependiendo de las temporadas, iii) la agricultura, actividad que es realizada por muy 
pocos pobladores, siendo la yuca el principal producto y iv) las artesanías, que se venden 
principalmente a los turistas, limitando esta actividad a las temporadas altas (Pineda et al., 
2006; Lizarazo y López, 2007; Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
2012). 
2.2 Estimación del Índice de Capacidad Adaptativa (ICA): 
Un Marco Metodológico 
Para las comunidades costeras, McClanahan et al. (2008) han definido la capacidad 
adaptativa (CA) como "la capacidad de los hogares para anticiparse y responder a los 
cambios en los ecosistemas de arrecifes de coral y, para minimizar, hacer frente y 
recuperarse de las consecuencias”. Cambios y perturbaciones que pueden ser generados  
por cambio climático, los desastres naturales o humanos inducidos en el sistema socio-
ecológico, como el turismo, los proyectos de infraestructura e incluso intervenciones de 
conservación como el establecimiento de zonas marinas protegidas, que restringen el 
acceso y uso de los recursos a los usuarios locales. 
Para la estimación de la capacidad adaptativa de la población de Barú, se usa como base 
la metodología desarrollada por Maldonado y Moreno-Sánchez (2014), la cual es ajustada 
para los propósitos de este estudio. En esta sección se muestran los métodos para la 
estimación del ICA en Barú, de igual forma se mostraran de forma detallada los ajustes 
desarrollados sobre la misma para propósitos de este estudio. 
El índice de la capacidad de adaptación propuesto por Maldonado y Moreno-Sánchez 
(2014) para las comunidades pesqueras locales fue construido teniendo en cuenta las 
directrices establecidas por McClanahan et al. (2008; 2009) y Cinner et al. (2010). De igual 
manera, ha sido ajustado, complementado y enmarcado en la literatura referente a la 
capacidad adaptativa, incorporando integralmente la mayor parte de determinantes a 
escala local. A continuación se describe con detalle el índice propuesto 
                                               
 
6 En el área protegida es permitida la pesca de subsistencia, que según el acuerdo No 0066 de septiembre 25 de 1985, es 
definida como aquella que se practica para proporcionar alimento a quien la ejecute y a su familia (Pineda et al., 2006). 
Métodos 24 
 
2.2.1 Dimensiones de la 
Capacidad Adaptativa 
Para hacer operativo el concepto de capacidad adaptativa y su estimación en la comunidad 
del corregimiento de Barú, este estudio se fundamentó, con algunos ajustes en la 
metodología inicialmente propuesta por Maldonado y Moreno-Sánchez (2014). Para los 
autores mencionados, la capacidad adaptativa es el resultado de la combinación de tres 
dimensiones: socioeconómica, socio-ecológica e institucional, que agrupan a su vez 
características de las comunidades que pueden ser medidas a través de indicadores y 
variables, la Tabla 3 muestra la estructura general del índice de capacidad adaptativa 
propuesto: 
Tabla 3. Dimensiones Índice de Capacidad Adaptativa. 
Dimensión Indicadores 
Socioeconómico (SN) Pobreza (POV) 
Infraestructura (INF) 
Características Ocupacionales (OCC) 
Institucional (SI) Capital Social Estructural (SSC) 
Capital Social Cognitivo (CSC) 
Percepción sobre AMP´s (PAP) 
Socio ecológico (SE) Dependencia en Uso de los Recursos (RUD) 
Conciencia sobre los procesos ecológicos (CEN) 
Habilidad para Anticiparse a Disturbios (AAD) 
Fuente: Maldonado y Moreno-Sánchez (2014) 
A continuación se detalla cada una de las dimensiones. 
2.2.2 Dimensión Socio-
Económica (SN). 
La Dimensión Socioeconómica pone en manifiesto las condiciones sociales y 
económicas que presentan los hogares y las comunidades que establecen su relación con 
el entorno natural (Maldonado et al., 2013). Su explicación está dada a partir de tres 
indicadores: i) Nivel de Pobreza (POV), ii) infraestructura pública (INF) y iii) características 
ocupacionales (OCC) (Maldonado y Moreno-Sánchez, 2014):  
                SN = SN (POV, INF, OCC)                      (1) 
2.2.2.1 Pobreza (POV) 
Este indicador es medido por la combinación de tres subindicadores (Tabla 4): Índice de 
Medición de Pobreza (POV1), la Percepción de la Pobreza (POV2) y el Estilo del Material 
de Vida (POV3). 
Para Maldonado y Moreno-Sánchez (2014) el subindicador Índice de Medición de Pobreza 
(POV1), hace referencia a la satisfacción de necesidades básicas con las que cuenta una 
comunidad y que le otorgan capacidad adaptativa a la misma. Se determina a partir del 
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Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI), que permite la identificación de las 
deficiencias fundamentales de una población específica y determina sí las necesidades 
básicas de una población están cubiertas. Este índice refleja la proporción de hogares en 
una comunidad que presenta al menos una de las condiciones mencionadas.  
El NBI se evalúa en un rango de 0 a 100 para reflejar la proporción de hogares que se 
considera en pobreza, de acuerdo a este índice. Para la estimación del subindicador POV1, 
se desarrolla la siguiente formula:  
                     POV1: 100-NBI    (2) 
En el sentido de esta investigación, se pretende contribuir a la metodología propuesta por 
Maldonado y Moreno (2014) aportando dentro de su índice de capacidad adaptativa una 
nueva forma de medir la pobreza a través del Índice de Pobreza Multidimensional (IPM). 
Esta metodología cumple una serie de propiedades y al estar construido con variables 
susceptibles de modificación por medio de la política pública, lo hacen un instrumento útil 
para el diseño y seguimiento de la política pública de la reducción de pobreza en Colombia 
(DNP 2012). De igual forma que el NBI, el IPM se evalúa en una rango de 0 a 100 y la 
estimación de POV1, basados en el IPM se desarrolla a partir de:  
POV1: 100-IPM     (3) 
Para la estimación del subindicador (POV1) se estiman los dos enfoques, uno a través del 
NBI y otro, a través del IPM; por tanto, en este estudio se evaluaran las diferencias o 
similitudes al estimarlas y se analizan, en ambos casos, aquellos factores que conducen a 
situaciones de pobreza para ofrecer insumos desde las dos estimaciones. 
Las mediciones de pobreza en el país contemplan dentro de sus observaciones dos 
escenarios de territorio (urbano y rural) o más específicamente cabecera municipal y resto 
del municipio. Para el corregimiento de Barú se podría asumir que corresponde a lo referido 
al resto de municipio7 o parte rural, sin embargo, esta investigación como se ha establecido 
fue realizada para el centro poblado8 del corregimiento, que según el DANE podría tener 
algunas características de existencia urbana. Para este estudio y con el fin de no incurrir 
en errores serán tomadas las dos concepciones establecidas para el corregimiento de 
Barú, es decir se evaluan los dos índices de pobreza tanto a nivel rural como urbano, y se 
hacen las comparaciones respectivas. 
                                               
 
7 Se caracteriza por la disposición dispersa de viviendas y explotaciones agropecuarias existentes en ella. No cuenta con 
un trazado o nomenclatura de calles, carreteras, avenidas, y demás. Tampoco dispone, por lo general, de servicios 
públicos y otro tipo de facilidades propias de las áreas urbanas. 
https://www.dane.gov.co/files/inf_geo/4Ge_ConceptosBasicos.pdf  Visitada 15 de septiembre 2014. 
8 Es un concepto creado por el DANE para fines estadísticos, útil para la identificación de núcleos de población. Se define 
como una concentración de mínimo veinte (20) viviendas contiguas, vecinas o adosadas entre sí, ubicada en el área rural 
de un municipio o de un Corregimiento Departamental. Dicha concentración presenta características urbanas tales como 
la delimitación de vías vehiculares y peatonales. https://www.dane.gov.co/files/inf_geo/4Ge_ConceptosBasicos.pdf  
Visitada 15 de septiembre 2014. 
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El segundo sub-indicador del indicador para la estimación de la pobreza es la Percepción 
de la Pobreza (POV2), que permite capturar la sensación de los hogares sobre su bienestar 
comparado con el resto de la misma comunidad. 
El Estilo del Material de Vida (POV3) es un indicador de la riqueza de los hogares que 
determina el acceso y dotación de material físico privado de los hogares, como resultado 
de sus estrategias de los medios de vida (Pollnac y Crawford 2000, McClanahan et al., 
2008; Maldonado et al., 2013). Con el objeto de estimar este subindicador se preguntó 
sobre la posesión de 21 activos, productivos y no productivos del hohar. Esta información 
se analiza usando el método de análisis de componentes principales (ACP) para llevar a 
cabo un análisis factorial de activos9 de los hogares seleccionados. Los pesos del análisis 
de componentes principales se utilizan para calcular una puntuación de cada componente 
k y cada hogar i, MSOLki; estos puntajes son estandarizados en una escala de 0-100. Por 
último, los valores estimados de los componentes se promedian para obtener la medición 
del estilo de material de vida de un hogar (MSOLi) (Maldonado y Moreno-Sánchez, 2014). 
La Tabla 4 resume cada uno de los subindicadores para la estimación de la pobreza y el 
respectivo cálculo a nivel de hogar y de comunidad. 
Tabla 4. Cálculo de indicadores de pobreza y sub-indicadores 
Pobreza (POV) 𝑷𝑶𝑽 = 𝟏/𝟑(𝑷𝑶𝑽𝟏 + 𝑷𝑶𝑽𝟐 + 𝑷𝑶𝑽𝟑) 
 Nivel Hogar Nivel Comunidad 
Índice de Medición de Pobreza, con 
base en: Necesidades Básicas 
Insatisfechas (NBI) 
O 
Pobreza Multidimensional (IPM) 
(POV1) 
 𝑃𝑂𝑉1 = 100 − 𝑁𝐵𝐼 
NBI: Índice de 
Necesidades básicas 
insatisfechas 
O 
𝑃𝑂𝑉1 = 100 − 𝐼𝑃𝑀 
IPM: Índice de Pobreza 
Multidimensional 
Percepción de Pobreza (POV2) 
𝑃𝑂𝑉2𝑖 = 𝑃𝑂𝑃𝐸𝑖 ∗ 10 
POPEi: auto-percepción 
sobre el bienestar de cada 
hogar i. 
𝑃𝑂𝑉2 =
1
𝑁
∑ 𝑃𝑂𝑉2𝑖
𝑁
𝑖=1
 
N:  número total de 
hogares en la muestra 
Estilo Material de Vida (POV3) 
𝑀𝑆𝑂𝐿𝑖 =
1
𝐾
∑ 𝑀𝑆𝑂𝐿𝑖
𝑘
𝐾
𝑘=1
 
MSOLik: Puntuación del 
estilo material de vida por 
el hogar i y el componente 
activo k. 
𝑃𝑂𝑉3 =
100
𝑁
∑ 𝑀𝑆𝑂𝐿𝑖
𝑁
𝑖=1
 
Fuente: Adaptado de Maldonado y Moreno-Sánchez (2014) 
                                               
 
9 Para propósitos de esta investigación se abordaron 21 activos, distribuidos entre electrodomésticos (por ejemplo, 
refrigerador, TV, reproductor de DVD, licuadora, ventilador, radio, estufa, equipo de música, generador de energía y de 
2.la bicicleta) y los activos productivos (máquinas de coser, congelador, línea de mano, redes de pesca, líneas de la pesca, 
lanchas, motores fuera de borda). 
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2.2.2.2 Infraestructura (INF) 
Dentro de la Dimensión Socioeconómica, la pobreza se complementa con otros 
indicadores, uno de ellos es la Infraestructura Comunitaria (INF) que mide la presencia de 
infraestructura pública (Maldonado y Moreno-Sánchez, 2014).  Para la estimación de este 
indicador se optó por evaluar la presencia o ausencia de un conjunto de 10 elementos de 
la infraestructura pública en la comunidad, estos son: centro de salud, hospital, escuela 
primaria, escuela secundaria, carreteras, agua corriente potable, alcantarillado, 
electricidad pública, recolección y disposición de residuos sólidos, y gas natural. Se 
asignaron diez (10) puntos a la presencia de cada elemento, lo que indica que entre mayor 
es el número de servicios a los que la comunidad tiene acceso, mayor será la puntuación. 
2.2.2.3 Características Ocupacionales (OCC) 
Las Características Ocupacionales (OCC) se han catalogado como determinantes 
importantes de la capacidad adaptativa, ante la difusión del riesgo que confiere la 
flexibilidad para los hogares cuando se enfrentan a perturbaciones. Estas características 
ocupacionales están dadas por i) la Diversidad Ocupacional (OCDI), que refleja el 
portafolio de actividades económicas realizadas en una comunidad y, ii) por la Movilidad 
Ocupacional (OCMO), que demuestra la capacidad real de cambiar de una actividad 
económica a otra (Maldonado y Moreno-Sánchez, 2014). La Tabla 5 presenta los detalles 
sobre el cálculo de estos subindicadores: 
Tabla 5. Cálculo de indicadores de las características ocupacionales y sub-indicadores. 
Características 
Ocupacionales (POV) 
𝑶𝑪𝑪 = 𝟏/𝟐(𝑶𝑪𝑫𝑰 + 𝑶𝑪𝑴𝑶) 
 Nivel Hogar Nivel Comunidad 
Diversidad Ocupacional (OCDI) 
𝑂𝐶𝐷𝐼𝑖 =
𝐸𝐴𝐻𝐻𝑖
𝑇𝐻𝐻𝑊𝑖
 
 
EAHH: # de actividades 
económicas realizadas 
por los miembros del 
hogar. 
 THHW: Miembros del 
hogar ocupados en una 
actividad económica 
𝑂𝐶𝐷𝐼 =
100
𝑁
∑ 𝑂𝐶𝐷𝐼𝑖
𝑁
𝑖=1
 
N:  número total de 
hogares en la muestra 
Movilidad Ocupacional (OCMO) 
 𝑂𝐶𝑀𝑂 =
𝑉𝑊𝐶𝐻
𝑊𝐶𝐻
 * 100 
 
VWCH: Número de jefes 
de hogar que cambiaron 
voluntariamente su 
actividad económica en los 
últimos cinco años 
WCH: Número de jefes de 
hogar que querían cambiar 
su actividad económica en 
los últimos cinco años 
Fuente: Maldonado y Moreno-Sánchez (2014). 
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Maldonado y Moreno-Sánchez (2014) calculan la Movilidad Ocupacional (OCMO) como la 
proporción de jefes de hogar que cambiaron voluntariamente y el número de jefes que 
querían cambiar de actividad. Con el ánimo de capturar un poco más de información y 
modificando la metodología propuesta por Maldonado y Moreno (2014), el subindicador de 
movilidad ocupacional en la presente investigación fue determinado a través de dos 
subíndices, como se describe a continuación: 
               𝑶𝑪𝑴𝑶 =
𝑶𝑪𝑴𝑶₁+𝑶𝑪𝑴𝑶₂
𝟐
           (4) 
Donde OCMO₁, siguiendo a Maldonado y Moreno-Sánchez (2014), muestra la relación 
entre aquellos jefes de hogar que cambiaron voluntariamente su actividad económica, 
frente a aquellos que desearon haber cambiado su actividad económica en los últimos 
cinco años. 
Por otro lado OCMO₂ hace alusión a aquellos jefes de hogar que cambiaron 
voluntariamente su actividad económica frente al total de jefes que cambiaron su actividad 
económica principal. Esta adición es con el ánimo de capturar no solo a aquellos que 
cambiaron voluntariamente su actividad, sino que se pretende complementar con aquellos 
que cambiaron sin que ese hubiera sido su anhelo. 
𝑶𝑪𝑴𝑶₂ =
# 𝐝𝐞 𝐣𝐞𝐟𝐞𝐬 (𝐜𝐚𝐦𝐛𝐢𝐨 𝐯𝐨𝐥𝐮𝐧𝐭𝐚𝐫𝐢𝐨)
#𝐜𝐚𝐦𝐛𝐢𝐨𝐬 𝐭𝐨𝐭𝐚𝐥𝐞𝐬
                                           (5) 
2.2.3 Dimensión Institucional 
(SI) 
Esta dimensión hace alusión a las reglas formales e informales y las normas que 
determinan las relaciones entre los individuos y entre éstos con las instituciones externas, 
con el interés de controlar el acceso –y uso- de los recursos y el capital natural de los que 
dependen las comunidades (Maldonado et al., 2013; Maldonado y Moreno-Sánchez, 
2014). 
Maldonado y Moreno-Sánchez (2014) incluyen tres subindicadores a la dimensión 
institucional del ICA, que son: i) El Capital Social Estructural (SSC), ii) el Capital Social 
Cognitivo (CSC) y para medir la legitimidad de las instituciones externas, iii) la Percepción 
de la Comunidad sobre las AMP´s (PAP): 
         SI = SI (SSC, CSC, PAP)                                                           (6) 
2.2.3.1 Capital Social Estructural (SSC) 
Este sub-indicador hace alusión a "las estructuras sociales relativamente objetivas y 
externamente observables, tales como redes, asociaciones e instituciones, y las normas y 
procedimientos que encarnan" (Uphoff 2000, Grootaert y Van Bastelaer 2002). Maldonado 
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y Moreno-Sánchez (2014) proponen 5 subindicadores para la estimación del capital social 
estructural, descritas a continuación:  
 Organización Comunitaria (SSC1): Identifica el número total de organizaciones 
comunitarias formales e informales existentes en la comunidad. Para la estimación 
de este subíndice se contó con el apoyo de actores claves de la comunidad. 
 Densidad Organizacional (SSC2): mide la participación de los miembros del hogar 
(mayores de 15 años) en organizaciones comunitarias.  
 Redes y Apoyo Mutuo (SSC3): mide percepciones sobre las redes y el apoyo mutuo 
en torno a una situación particular que pudiera afectar la actividad económica 
principal de la comunidad (en este caso la pesca).  
 Expectativas sobre las Redes y Apoyo (SSC4): determina las expectativas de redes 
y apoyo mutuo, pero para una situación diferente a la mencionada anteriormente, 
que para este caso afectaría sólo una parte de la población (por ejemplo, la falta de 
maestros en la escuela). 
 Acción Colectiva (SSC5): indica la acción colectiva previa a partir de la frecuencia 
de participación de los jefes de familia en las reuniones con otros miembros de la 
comunidad para discutir y/o resolver los problemas comunes.  
La Tabla 6 muestra la forma como serán calculados cada uno de los subíndices del Capital 
Social Estructural a nivel de hogar y comunitario. 
Tabla 6. Cálculo de indicadores del capital social estructural y sub-indicadores 
Capital Social 
Estructural 
(SSC) 
𝑺𝑺𝑪 =
𝟏
𝟓
∑ 𝑺𝑺𝑪𝒎
𝟓
𝒎=𝟏
 
 Nivel Hogar Nivel comunidad 
Organización 
Comunitaria 
(SSC1) 
 𝑆𝑆𝐶1 = 30 ∗ ln (𝑇𝑁𝑂𝐶) 
 
TNOC = Número de 
organizaciones comunitarias 
en la comunidad 
Si la comunidad no tiene 
ninguna o una organización, 
la puntuación será cero; si la 
comunidad tiene más de 28 
organizaciones, la 
puntuación sería de 100. 
Densidad 
Organizacional 
(SSC2) 
𝑆𝑆𝐶2𝑖 =
𝐻𝑂𝑅𝑇𝑖
𝑀𝐴𝐻𝑖
 
HORTi  es el número de miembros (mayores 
de 15 años) del hogar i que pertenece a 
alguna organización comunitaria.  
MAHi es el número de miembros mayores de 
15 años en el hogar i. 
𝑆𝑆𝐶2 =
100
𝑁
∑ 𝑆𝑆𝐶2𝑖
𝑁
𝑖=1
 
N:  número total de hogares 
en la muestra 
Redes y Apoyo 
Mutuo (SSC3) 
SSC3i, toma diferentes valores 
dependiendo de las respuestas a la 
siguiente pregunta: "Si hubiera un problema 
que afecta a todo el pueblo, por ejemplo, una 
reducción en la cantidad de peces en el mar, 
𝑆𝑆𝐶3 =  
100
𝑁
∑ 𝑆𝐶𝐶3𝑖
𝑁
𝑖
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¿quién cree que se uniría para hacer frente 
a esta situación?": 
- Nadie (a): 0 puntos. 
- Organización de pescadores (b): 1/3 de 
punto. 
- Todos los pescadores (c), Gobierno 
local(d): 2/3 de punto 
- Consejo Comunitario (e), Junta de 
Acción Comunal (f), Todas las personas 
de la comunidad (g), Organizaciones 
religiosas (h), o agentes externos (i): 1 
punto. 
Expectativas 
sobre Redes y 
Apoyo (SSC4) 
SSC4i, toma diferentes valores 
dependiendo de las respuestas a la 
siguiente pregunta: "Si en la escuela de este 
pueblo se fuera un profesor, por ejemplo, 
seis meses o más, ¿quién cree que se uniría 
para resolver este problema?” 
- Nadie (a): 0 puntos. 
- Todos los padres (b): 1/3 de punto. 
- Asociación de padres de familia (c), 
Organizaciones religiosas (d), Otras 
organizaciones comunitarias (e), o 
Gobierno local (f): 2/3 de punto. 
- Consejo Comunitario (g), Junta de 
Acción Comunal (h), Todas las personas 
de la comunidad (i), otros fuera de la 
comunidad (j): 1 punto. 
𝑆𝑆𝐶4 =  
100
𝑁
∑ 𝑆𝑆𝐶4𝑖
𝑁
𝑖
 
 
Acción Colectiva 
(SSC5) 
SSC5i, toma diferentes valores 
dependiendo de las respuestas del jefe de 
hogar a la siguiente pregunta: "El año 
pasado, ¿cuántas veces se reunió con otros 
miembros de este pueblo para discutir la 
resolución de problemas comunes?" 
- Nunca (a): 0 puntos 
- Una vez (b): 1/3 de punto. 
- Un par de veces (c): 2/3 de punto. 
- Frecuentemente (d): 1 punto. 
𝑆𝑆𝐶5 =  
100
𝑁
∑ 𝑆𝑆𝐶5𝑖
𝑁
𝑖
 
 
Fuente: Maldonado y Moreno-Sánchez (2014). 
2.2.3.2 Capital Social Cognitivo (CSC) 
El Capital Social Cognitivo incorpora "elementos subjetivos e intangibles tales como las 
normas de comportamiento, valores compartidos, la reciprocidad y la confianza "(Grootaert 
y Van Bastelaer 2002).  Maldonado y Moreno-Sánchez (2014) estiman el Capital Social 
Cognitivo (CSC) a través de la construcción de tres subindicadores:  
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 Solidaridad (CSC1): determina quién es solidario ante una situación hipotética 
extrema que pueda enfrentar un hogar, como lo es la enfermedad o muerte del jefe 
de hogar. 
 Cooperación (CSC2): evalúa otro ítem del capital social cognitivo, donde se indaga 
sí la gente prefiere trabajar en conjunto o aisladamente. 
 Confianza (CSC3): mide la familiaridad en la comunidad. Determinada ante un 
escenario hipotético, dónde se pregunta a los encuestados sí tuvieran que salir del 
corregimiento con quién dejaría a sus hijos. 
 
La Tabla 7, muestra de manera similar a la estimación de los sub-indicadores de Capital 
Social Estructural, los sub-indicadores para el Capital Social Cognitivo, donde se calcula 
en primer lugar, a nivel de hogares y luego en el contexto comunitario. 
Tabla 7. Cálculo de indicadores de capital social cognitivo y sub-indicadores. 
Capital 
Social 
Cognitivo 
(CSC) 
𝑪𝑺𝑪 =
𝟏
𝟑
∑ 𝑪𝑺𝑪𝒎
𝟑
𝒎=𝟏
 
 Nivel hogar Nivel 
comunitario 
Solidaridad 
(CSC1) 
CSC1i, toma diferentes valores dependiendo de las 
respuestas a la siguiente pregunta: "Supongamos que 
una familia del pueblo se ve afectada por un evento 
extremo, como la muerte o enfermedad del jefe de 
hogar. ¿A quién cree que podrían acudir en busca de 
ayuda? " 
- Familiar (a): 1/4 de punto 
- Vecinos (b) o amigos cercanos (c): 1/2 punto. 
- Líder religioso (d), Líder comunitario (e), Líder 
politico (f), Policia (g), Comerciante (h), 
Organización comunitaria a la que pertenece (i): 3/4 
de punto. 
- Otra organización comunitaria (j), Gobierno local 
(k), Consejo Comunitario (l), Junta de Acción 
Comunal (m), o Toda la comunidad (n): 1 punto. 
𝐶𝑆𝐶1
=  
100
𝑁
∑ 𝐶𝑆𝐶1𝑖
𝑁
𝑖
 
N:  número total de 
hogares en la 
muestra 
Cooperación 
(CSC2) 
CSC2i, toma diferentes valores dependiendo de las 
respuestas a la siguiente pregunta: "Suponga que un 
amigo suyo se enfrenta a estas alternativas: a) Tener 
una finca de 2 hectáreas para él solo, o b) Tener una 
finca de 5 hectáreas en conjunto. ¿Qué preferiría? " 
- Alternativa a: 0.5 punto. 
- Alternativa b: 1 punto. 
𝐶𝑆𝐶2
=  
100
𝑁
∑ 𝐶𝑆𝐶2𝑖
𝑁
𝑖
 
 
 
Confianza 
(CSC3) 
CSC3i, toma diferentes valores dependiendo de las 
respuestas a la siguiente pregunta: "Si usted y su 
cónyuge salieran del pueblo durante 2 días. ¿Quién 
cuidaría a sus hijos? " 
- Otro familiar (a): 1/3 de punto. 
- Un vecino o un amigo: 2/3 de punto. 
- Cualquier persona de la comunidad u otro: 1 punto. 
𝐶𝑆𝐶3
=  
100
𝑁
∑ 𝐶𝑆𝐶3𝑖
𝑁
𝑖
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- Nadie o no tiene niños: 0 puntos. 
Fuente: Maldonado y Moreno-Sánchez (2014). 
2.2.3.3 Percepción sobre las Áreas Marinas 
Protegidas AMP´s (PAP) 
Por último, para aproximar una medida de la legitimidad para una institución externa, se 
utiliza un subindicador llamado Percepción sobre las Áreas Marinas Protegidas (PAP), que 
refleja la apreciación de los hogares sobre los efectos de las áreas marinas protegidas 
(AMP) en el bienestar para el hogar y la comunidad (PAPi) y que son medidas en una 
escala de 1 a 10, donde 10 indica que la existencia del AMP es excelente respecto a las  
ventajas que genera, tanto para el hogar como para la comunidad. El sub-indicador es el 
promedio de las dos percepciones establecidas por el jefe de hogar. Finalmente, el 
indicador calculado a nivel de hogares se multiplica por diez y se promedia a nivel 
comunitario para estimar percepciones sobre las zonas marinas protegidas (PAP) 
(Maldonado y Moreno-Sánchez, 2014). 
2.2.4 Dimensión Socio-
Ecológica (SE) 
La Dimensión Socio-Ecológica (SE) se refiere tanto a las relaciones existentes entre las 
comunidades y el medio natural donde se encuentras inmersas, como la capacidad de 
anticipar las perturbaciones que afectan el capital natural del que ellas dependen. De 
acuerdo a Maldonado y Moreno-Sánchez (2014), esta dimensión no pretende capturar 
factores netamente ecológicos; sino intenta reflejar las interacciones (reales e hipotéticas) 
entre los sistemas sociales y ecológicos como elementos claves en la capacidad adapativa. 
Maldonado y Moreno-Sánchez (2014) estiman la Dimensión Socio-Ecológica a través de 
tres indicadores: i) la Dependencia del Uso de Recursos (RUD); ii) la Conciencia de los 
procesos ecológicos (CEN) y iii) la Habilidad para Anticiparse a las Perturbaciones (AAD): 
                         SE = SE (RUD, CEN, AAD)                              (7) 
2.2.4.1 Dependencia en el Uso de los Recursos 
(RUD) 
La Dependencia en el Uso de Recursos (RUD) muestra el grado en que los medios de vida 
de las comunidades locales dependen del entorno natural que las rodea, permitiendo 
identificar el grado de dependencia y a su vez entender cómo el establecimiento de un 
AMP puede afectar estos medios de vida (Maldonado y Moreno-Sánchez, 2014; 
Maldonado et al., 2010). 
Este indicador se estima a nivel comunitario, a través de la relación existente entre el 
número de miembros de la comunidad cuya actividad principal económica esté relacionada 
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directamente con el uso o extracción de recursos naturales y el número total de miembros 
de la comunidad que ejercen cualquier actividad económica (Maldonado y Moreno-
Sánchez, 2014). 
Por lo tanto, el indicador se calcula como la fracción de los trabajadores que no dependen 
de los recursos (Tabla 8). 
Tabla 8. Cálculo de la dimensión socio-ecológica y sus indicadores. 
Indicadores Nivel hogar Nivel comunidad 
Dependencia en 
el Uso de los 
Recursos (RUD) 
 
𝑅𝑈𝐷 = (1 −
𝑁𝑅𝑅𝑊
𝑇𝑊
)
∗ 100 
NRRW: Número de 
miembros de la muestra, 
cuya principal actividad 
económica está 
relacionada con los 
recursos naturales. 
TW: Número total de 
miembros de la muestra 
dedicada a las 
actividades económicas. 
Conciencia de los 
procesos 
ecológicos (CEN) 
𝐶𝐸𝑁𝑖 =
1
𝐾
∑ 𝐻𝐶𝐸𝑁𝑖
𝑘
𝐾
𝑘=1
 
HCENik: Puntuación obtenida a partir del ACP 
para las tres (K) preguntas sobre la 
comprensión del entorno natural de los hogares 
i.  
𝐶𝐸𝑁 =
100
𝑁
∑ 𝐶𝐸𝑁𝑖
𝑁
𝑖=1
 
Habilidad para 
Anticiparse a los 
Disturbios (AAD) 
AADi, toma diferentes valores dependiendo de 
las respuestas del jefe del hogar a un escenario 
hipotético en el que se produce un descenso del 
75% en las capturas. Actividades alternativas se 
proponen como posible cambio en la fuente de 
ingresos y el jefe de hogar debe pensar qué 
hacer con el fin de satisfacer las necesidades 
alimenticias, así como otras necesidades del 
hogar. Se distingue de los jefes de hogar cuya 
actividad principal es la pesca y los que 
dependen de otras actividades para la 
generación de ingresos. Los puntajes posibles 
son: 
- Continuar la pesca, no hacer nada o migrar 
fuera de la comunidad: 0 puntos. 
- Moverse a una actividad basada en la 
extracción de recursos naturales: 1/3 
puntos. 
- Moverse a  actividades agrícolas: 2/3 
puntos 
- Moverse a actividades comerciales, de 
fabricación o actividades relacionadas con 
los servicios (incluyendo las actividades 
𝐴𝐴𝐷 =  
100
𝑁
∑ 𝐴𝐴𝐷𝑖
𝑁
𝑖
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relacionadas con el uso sostenible de los 
recursos naturales): 1 punto. 
Fuente: Maldonado y Moreno-Sánchez (2014). 
2.2.4.2 Conciencia de los procesos ecológicos 
(CEN) 
Maldonado y Moreno (2014) incorporan el indicador de Conciencia de los procesos 
ecológicos (CEN) para acercarse a la percepción-entendimiento que tienen las 
comunidades de su entorno como un potenciador de la capacidad de adaptación de las 
comunidades sobre el establecimiento de áreas marinas protegidas (Maldonado y Moreno-
Sánchez, 2014; Maldonado et al., 2010). El entendimiento de este sub-indicador favorece 
la gestión de los ecosistemas y los servicios que prestan; en otras palabras, cuando los 
usuarios de recursos saben, reconocen y entienden los procesos ecológicos y los efectos 
que sus propias actividades y otras generan sobre los ecosistemas, el diseño de 
estrategias para una mejor gestión podrían ser más eficaces y legitimas (Cinner et al., 
2010; Maldonado y Moreno-Sánchez, 2014). 
Para estimar y analizar diferentes aspectos asociados a la Conciencia de los procesos 
ecológicos (CEN), la propuesta incorpora cuatro preguntas en formato abierto a la 
encuesta, que de manera específica intenta acercarse al estado del recurso pesquero:  
 ¿Han incrementado, disminuido o estabilizado los peces en los últimos 10 
años? Permite capturar la percepción sobre el estado de la pesca (k = 1)  
 ¿Cuál es la causa principal de la reducción de los peces del mar? Este 
interrogante captura el conocimiento sobre lo que está afectando a la población 
de peces en el mar (k = 2) (CEN1)  
 ¿Quién tiene la responsabilidad de esta reducción? Permite capturar el 
conocimiento sobre los posibles responsables de la disminución de peces (k = 
3) (CEN2) 
 ¿Cómo aumentar las poblaciones de peces de mar? Esta última pregunta, 
captura el conocimiento que tiene la comunidad sobre posibles soluciones (k = 
4) (CEN3) 
Este indicador se calcula primero a nivel de hogar, indagando para aquellos hogares que 
consideraron que la cantidad de peces ha disminuido en los últimos diez años, sobre las 
causas, responsables y posibles soluciones. Al ser preguntas abiertas, se amplían las 
opciones de respuesta; las posibles respuestas se pueden agrupar usando el análisis de 
componentes principales (ACP) a los tres grupos de respuestas de los tres tipos de 
pregunta (k = 2, 3, 4). Según el análisis del ACP, se categorizan las respuestas y se genera 
un valor para cada hogar de acuerdo al peso de sus respuestas, para posteriormente ser 
estandarizadas en una escala de 0-1 y ser promediadas para obtener el valor final por 
hogar. Por último, se calcula el promedio para los hogares encuestados como se observa 
en la Tabla 8. 
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2.2.4.3 Habilidad para Anticiparse a los Disturbios 
(AAD) 
Este indicador mide la capacidad que una comunidad tiene –dadas sus condiciones 
actuales- para enfrentarse a una perturbación inesperada, que afecten a sus medios de 
vida y las fuentes de generación de ingresos (Maldonado y Moreno-Sánchez, 2014; 
Maldonado et al., 2010). Para estimar la AADi, Maldonado y Moreno-Sánchez (2014) 
proponen un escenario hipotético que confronta al jefe de hogar ante un cambio que 
difícilmente permita continuar con el patrón actual de uso de recursos (para este caso la 
pesca). Las personas deben elegir entre una lista de actividades alternativas a las que 
ellos consideran que pueden cambiar con el fin de satisfacer tanto las necesidades de 
alimentación como otras necesidades básicas de la familia. La habilidad se estima 
inicialmente a nivel de hogar, las respuestas de los hogares se clasifican en las categorías 
sugeridas en la Tabla 8, para finalmente estimar la AAD como el promedio de la capacidad 
de anticipar las alteraciones a nivel de los hogares. 
 
2.2.5 Estimación del índice de 
capacidad adaptativa 
Para el desarrollo de esta investigación, se emplean dos tipos de aproximación al valor del 
ICA: i) el promedio simple y ii) la función mínimo.  
El uso del promedio simple (𝐼𝐶𝐴𝑝𝑟𝑜𝑚), generaliza y otorga el mismo peso a todas 
dimensiones, constituyéndose en una forma práctica y sencilla de estimar el ICA.  
𝐼𝐶𝐴𝑝𝑟𝑜𝑚 =
𝑆𝑁+𝑆𝐼+𝑆𝐸
3
                  
Debido a la importancia que debe darse a los factores limitantes de capacidad adaptativa 
para propósitos de política, Maldonado y Moreno-Sánchez (2014) proponen utilizar la 
función mínimo, donde el valor del ICA es igual al menor valor entre las tres dimensiones 
que lo conforman; resaltando el valor de la dimensión que es más restrictiva o crítica en la 
estimación de la capacidad adaptativa y dirigir así la atención de los tomadores de decisión. 
𝐼𝐶𝐴𝑚𝑖𝑛 = 𝑚í𝑛(𝑆𝑁, 𝑆𝐼, 𝑆𝐸) 
2.3 Recolección de la Información y Características de la 
Muestra 
Dado que no se conoce información catastral del centro poblado de Barú, el diseño de la 
muestra se realizó a partir de un censo realizado por dos personas de la comunidad, co-
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investigadores10 del proyecto “Apropiación Social del Conocimiento Ecológico con 
Comunidades Marino-Costeras en Áreas Marinas Protegidas”, desarrollado por la Facultad 
de Economía de la Universidad de los Andes y Colciencias,  donde se obtuvo que en el 
centro poblado del corregimiento de Barú hay 721 viviendas, 845 hogares y una población 
de 2.736 personas (Mendoza y Moreno, 2014), que constituyen el universo de este estudio. 
Con base en estos datos se estimó una muestra aleatoria de 264 hogares con un nivel 
confianza del 95%. Para obtener un diseño representativo de la muestra, los co-
investigadores levantaron una cartografía del centro poblado, con cada una de las 
construcciones habitadas en todos los sectores (Fig. 5). 
Figura 5. Corregimiento de Barú 
 
 
Para obtener la información necesaria para el cálculo de los indicadores se diseñó una 
encuesta, la cual se aplicó a 264 jefes de hogar, entre el 28 de marzo y 9 de abril de 2014. 
Con el fin de reducir los sesgos o falta de objetividad de las respuestas, se realizó lo 
siguiente: 
1. Diseño de la encuesta con base en revisión de literatura, ejercicios previos y 
experiencia en la zona. 
2. Para el desarrollo de la encuesta se contó con la participación de cuatro 
encuestadores (estudiantes de la Universidad Nacional y la Universidad de los 
Andes), que fueron previamente entrenados, 
3. Los 2 primeros días se llevaron a cabo 10 encuestas piloto, para hacer los ajustes 
necesarios a la estructura del formato, identificar errores, así como adaptar el 
lenguaje utilizado al momento de aplicar la misma y fuera lo más claro posible.  
4. Durante el desarrollo del trabajo de campo se contó con el acompañamiento de uno 
de los co-investigadores de apoyo guía, pero quien no tuvo acceso directo a los 
                                               
 
10 Enrique Villamil y Euclides Gómez. 
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hogares al momento de realizar la encuesta, para evitar algún sesgo por su 
presencia.  
5. Antes de empezar la encuesta, se informaba al encuestado el objeto de la misma, 
así como que la información recopilada sería tratada con absoluta confidencialidad 
y privacidad. 
 
Como se mencionó se realizaron un total de 264 encuestas con una duración promedio de 
50 minutos cada una. En general, se contó con una excelente disposición de las personas 
de la comunidad, lo que facilitó el desarrollo del trabajo en campo (Fig. 6). 
Figura 6. Aplicación encuestas 
  
 
El formato de encuesta aplicado se compone de 12 secciones: i) Características y 
composición del hogar, ii) Vivienda y hogar, iii) Estilo Material de vida, iv) Pesca v) Módulo 
financiero, vi) Capital social, vii) Conocimiento del entorno natural, viii) Gobernabilidad, ix) 
Seguridad alimentaria, x) Capacidad para anticiparse al cambio, xi) Tenencia de la tierra y 
xii) Percepción de cambio climático. (VER ANEXO 1). 
2.3.1 Análisis 
Una vez recolectada la información, ésta se trasladó a una tabla de datos; para facilitar el 
manejo estadístico descriptivo, así como para desarrollar la estimación de la Capacidad 
Adaptativa. Es importante anotar que además de utilizar información de fuentes primarias 
se utilizaron fuentes secundarias para dar soporte a los datos recolectados. Para el análisis 
estadístico y descriptivo de los datos se utilizaron los programas Microsoft Office Excel 
2007 y y el paquete estadístico STATA. Los índices se calcularon con las ecuaciones 
propuestas por Maldonado y Moreno (2014) y para algunas variables se realizó el análisis 
a través del Método de Componentes Principales (ACP).
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3. Resultados 
Esta sección está desarrollada en tres apartados, el primero, presenta algunas estadísticas 
descriptivas de interés recolectadas en la encuesta, con el ánimo de contextualizar un poco 
más la población muestreada. La segunda parte, presenta el cálculo de los indicadores 
propuestos para la medición de la pobreza y, finalmente se incluye el cálculo de los 
indicadores, subindicadores y el Índice de Capacidad Adaptativa. 
3.1 Estadísticas Descriptivas 
A continuación, se presenta una breve descripción de los hogares y jefes de hogar en la 
comunidad de Barú, a partir de estadísticas descriptivas estimadas sobre los datos de la 
encuesta. 
3.1.1 Estadísticas sobre los 
Hogares 
Esta caracterización corresponde a la información suministrada por cada uno de los jefes 
de hogar encuestados sobre los miembros del hogar, para una población total de 1049 
personas de la comunidad. En promedio, los hogares en el corregimiento de Barú están 
compuestos aproximadamente por 4 miembros encontrándose desde hogares 
unipersonales (3,8%), hasta aquellos que reportan 10 personas por hogar (0,4%). Cerca 
del 91% de los hogares estaban conformados entre 2 y 6 miembros. La edad promedio es 
de 27 años, con un rango que oscila entre 1 año y 94 años, donde el 38% corresponde a 
menores de 18 años y el 6% son adultos de 60 años o más. En los hogares, el 49% son 
mujeres y el 51% restante hombres. En su gran mayoría, los miembros de los hogares de 
la muestra han nacido en el departamento de Bolívar (92%) y, particularmente, un poco 
más de la mitad han nacido en el corregimiento (54%). 
En términos educativos, para la población mayor de 15 años, se encontró que el 89% 
saben leer y escribir, aunque, analizando esta variable para los mayores de 40 años, este 
porcentaje disminuye a un 78%. Se reporta que el 87% de los niños entre 5 y 18 años de 
edad asisten a un centro educativo. Del total de la población que en la actualidad se 
encuentra estudiando, el 48%, están cursando secundaria, 34% primaria y, tan solo el 11% 
de la población en la actualidad está cursando un nivel superior (Técnico, profesional, etc.). 
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En lo que refiere al acceso a servicios de salud, se encontró que el 82% de la población 
analizada cuenta con servicio de salud. Respecto al tipo de servicio de salud al que tienen 
acceso, se obtuvo que el 64% de la población está afiliado a alguna EPS (régimen 
contributivo), mientras que el 36% pertenecen al régimen subsidiado (SISBEN). 
3.1.2 Características Jefes del 
Hogar 
La información presentada a continuación hace alusión exclusivamente a los jefes de hogar 
que fueron encuestados (264). De los hogares encuestados, en el 29% la jefatura del hogar 
es asumida por mujeres y el 71% restante por hombres. La edad promedio es de 42,5 
años, hallándose un rango amplio que va desde los 17 hasta los 93 años de edad; a su 
vez, se encontró que el 54% de estos jefes se sitúan en la franja de edad entre los 31 y 50 
años y un 18% entre los 21 y 30 años.  Referente al tiempo de residencia en el 
corregimiento de Barú se da una media de 37 años. 
El 16% de los jefes de hogar no saben leer ni escribir y, en la actualidad solamente el 2% 
sigue algún tipo de estudio formal. El 42% de los jefes de hogar finalizaron sus estudios 
de secundaria, el 41% realizó estudios de primaria, un 12% de ellos no tiene ningún nivel 
de escolaridad y un 5% presenta estudios en educación superior. 
En materia de acceso y tipo de servicio de salud, el 85% cuenta con algún tipo de servicio 
médico, distribuido así: 67% régimen contributivo (EPS) y 33% régimen subsidiado 
(SISBEN). Solamente el 13% de los jefes de hogar se encuentra afiliado a algún sistema 
de pensiones. 
En cuanto a la organización social y comunitaria, las principales formas de asociación a 
las cuales se encuentran vinculados los jefes de hogar son: Consejo Comunitario (6,5%); 
organizaciones religiosas (8%); asociación de padres de familia (2%) y organizaciones de 
pescadores/productores (10%), exhibiendo en términos generales un bajo nivel 
organizativo. 
Los resultados en términos de ocupación y empleo muestran que el 79% declaró haber 
trabajado durante el mes anterior a la realización de la encuesta (Febrero 2014); el 11% 
realizaba oficios del hogar, el 3% no realizaba ninguna actividad y aproximadamente el 2% 
se encontraba incapacitado permanentemente para trabajar. De aquellos que reportaron 
estar trabajando, se obtuvo que cerca del 75% son trabajadores independientes; el 14% 
son empleados por un privado, el 9% son jornaleros o peones y aproximadamente el 1% 
son empleados domésticos. Dentro de las principales actividades económicas se 
encuentran la construcción (10%), el comercio de víveres (9%), la pesca con línea de mano 
(9%), la elaboración/comercio de artesanías (8%), preparación y venta de alimentos (8%), 
oficios varios (7%), celaduría (5%) y agricultura (5%) entre los más importantes. Las 
actividades reportadas tienen una relación con la extracción de recursos marino-costeros, 
con el turismo y las labores desarrolladas en las casas de recreo existentes. 
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3.2 Mediciones de Pobreza 
En este apartado se presentan los resultados obtenidos para la medición de la pobreza en 
el centro poblado del corregimiento de Barú, siguiendo la metodología descrita en la 
sección anterior para dos indicadores (NBI e IPM). Adicionalmente, debido a que el 
corregimiento pertenece a la zona “resto o rural” dentro de la clasificación del DANE11 y en 
la práctica constituye un núcleo o centro poblado donde se concentran más de 720 
viviendas y 845 hogares, que presentan ciertas características urbanas como el trazado 
de calles y la organización por bloques o manzanas, ambos indicadores (NBI e IPM) se 
estiman bajo dos criterios: i) asumiendo el corregimiento como zona rural y ii) asumiendo 
el corregimiento como zona urbana.  
3.2.1 Índice de Necesidades 
Básicas Insatisfechas 
(NBI) 
De acuerdo a la metodología descrita, se considera que un hogar está en condición de 
necesidades básicas insatisfechas, sí presenta alguna privación en por lo menos una de 
las variables del índice. Este índice arrojó un valor de 40,5 para el corregimiento de Barú 
si se toma como rural y de 100 puntos cuando se toma como urbano.  El NBI estimado por 
el DANE en 2005 para el Distrito de Cartagena es inferior en cualquiera de sus 
agregaciones: 26,01; 25,45 y 35,5 para el total, cabecera y resto respectivamente. La Tabla 
9 resume los valores estimados para el NBI en el corregimiento y la Figura 7, muestra los 
porcentajes de hogar de la muestra que presenta desde cero necesidades básicas 
insatisfechas hasta cuatro NBI por hogar. 
                                               
 
11 Definiciones: Área rural o resto municipal: se caracteriza por la disposición dispersa de viviendas y explotaciones 
agropecuarias existentes en ella. No cuenta con un trazado o nomenclatura de calles, carreteras, avenidas, y demás. 
Tampoco dispone, por lo general, de servicios públicos y otro tipo de facilidades propias de las áreas urbanas.   
Centro poblado (CP): es un concepto creado por el DANE para fines estadísticos, útil para la identificación de núcleos de 
población. Se define como una concentración de mínimo veinte (20) viviendas contiguas, vecinas o adosadas entre sí, 
ubicada en el área rural de un municipio o de un Corregimiento Departamental. Dicha concentración presenta 
características urbanas tales como la delimitación de vías vehiculares y peatonales. En las tablas referidas a la codificación 
de la Divipola, se identifican en la columna “Categoría” con la expresión o etiqueta “CP”, indicando que si bien se trata 
de un centro poblado, no se cuenta con la precisión de la autoridad municipal, que permita afirmar si se trata de un 
caserío, de una inspección de policía, o de un corregimiento municipal. Este concepto considera: 
Caserío (CAS): sitio que presenta un conglomerado de viviendas, ubicado comúnmente al lado de una vía principal y que 
no tiene autoridad civil. El límite censal está definido por las mismas viviendas que constituyen el conglomerado. 
Inspección de Policía (IP): es una instancia judicial en un área que puede o no ser amanzanada y que ejerce jurisdicción 
sobre un determinado territorio municipal, urbano o rural y que depende del departamento (IPD) o del municipio (IPM). 
Es utilizada en la mayoría de los casos con fines electorales. Su máxima autoridad es un Inspector de Policía. 
Corregimiento municipal (C): es una división del área rural del municipio, la cual incluye un núcleo de población, 
considerada en los Planes de Ordenamiento Territorial, P.O.T. El artículo 117 de la ley 136 de 1.994 faculta al concejo 
municipal para que mediante acuerdos establezca esta división, con el propósito de mejorar la prestación de los servicios 
y asegurar la participación de la ciudadanía en los asuntos públicos de carácter local. 
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Tabla 9. NBI calculado corregimiento de Barú 
NBI No pobres Pobres Pobres 
extremos 
Criterio 
Rural 
59,5% 29,9% 10,6% 
Criterio 
Urbano 
0% 65,1% 34,9% 
 
Figura 7. Número de necesidades básicas insatisfechas por hogar, de acuerdo a los criterios rural y 
urbano. 
 
Evaluando cada una de las variables que componen el Índice (NBI), se obtiene que las 
mayores limitaciones que se presentan son de nivel físico, específicamente, viviendas que 
no cuentan con los servicios públicos adecuados en términos de provisión de agua potable 
o condiciones sanitarias mínimas. El 63% de los hogares manifestó que el agua que utilizan 
para cocinar y beber proviene de carrotanques/aguatero; este servicio es prestado en su 
mayoría desde el corregimiento cercano de Santa Ana. Un 31% se provee con agua lluvia, 
la cual es almacenada de diversas formas (Fig. 8). 
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Figura 8. Formas de provisión y reservas de agua: a) Carrotanque, b) Aguatero, c) aljibe, d) Canecas y 
e) Tanques 
 a  b 
c
 
d
 
e
 
 
Otro factor que direcciona a que se presenten necesidades básicas insatisfechas, son las 
características físicas de las viviendas, que conllevan a que éstas se consideren 
inadecuadas para el alojamiento humano, debido, específicamente al material de los pisos 
y paredes (Fig. 9).  
Figura 9. Estimación de las dimensiones del NBI para el corregimiento de Barú 
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3.2.2 Índice de Pobreza 
Multidimensional (IPM) 
De acuerdo a la metodología propuesta por el DNP para estimar el IPM, se considera que 
un hogar está en condición de pobreza si cuenta con privaciones en por lo menos 5 
variables seleccionadas y en pobreza extrema, si presenta por lo menos 7 privaciones. De 
nuevo se obtuvieron 2 resultados, dependiendo de la consideración (rural o urbana) que 
se asuma para el corregimiento. A nivel rural se obtiene que el 31,5% de la población se 
encuentra en nivel de pobreza y un 12% en pobreza extrema. Si se considera la estimación 
del IPM asumiendo el corregimiento como urbano, estos dos valores aumentan en la 
cantidad de hogares que pueden estar en nivel de pobreza o pobreza extrema (Ver Tabla 
10). 
Tabla 10. IPM calculado para el corregimiento de Barú. 
IPM No pobre Pobreza (5 
privaciones) 
Pobreza extrema (7 o 
más) 
Criterio 
Rural 
56,4 31,5 12,1 
Criterio 
Urbano 
31,1 44,7 24,2 
 
Si se asume que el corregimiento de Barú tiene características rurales, las principales 
privaciones dentro del IPM, estarían relacionadas con el acceso de agua potable (100% 
de la comunidad se encuentra privada), lo cual se explica por el hecho que el corregimiento 
no cuenta con servicio de acueducto. Otra de las privaciones más notorias se presenta en 
la variable empleo, donde la gran mayoría de los que desarrollan una actividad económica 
en estos momentos no cuentan con aseguramiento social, elevando el número de hogares 
privados en la formalidad de los empleos desarrollados (89%). Otra variable en la que se 
observa un alto porcentaje de hogares privados es la de bajo logro educativo, reflejando 
que en la gran mayoría de los hogares (73%), la escolaridad promedio de las personas 
mayores de 15 años es deficiente (Fig. 10). 
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Figura 10. IPM corregimiento de Barú (tratado como rural) 
 
 
El IPM para el corregimiento de Barú, siguiendo los criterios urbanos para el territorio, hace 
que sus privaciones aumenten para algunos atributos específicos y relacionados con las 
características de la vivienda y el acceso a servicios públicos básicos. La Figura 11 
muestra como el principal cambio observado entre los dos criterios es a nivel de la 
eliminación de las excretas (100% de la población privada); esta situación se presenta 
dado que el corregimiento no cuenta con servicio de alcantarillado para llevar una 
adecuada disposición de las mismas. Estos cambios notorios entre los valores de los 
atributos que conforman los indicadores, cuando se compara sus estimaciones para zonas 
urbanas y rurales, justifica la estimación y análisis de los indicadores bajo los dos criterios; 
a manera de ejemplo: un núcleo poblado (como el del corregimiento) con una 
concentración mayor a 700 viviendas y más de 800 hogares, aunque se localice en una 
zona rural, requiere ya sistemas de alcantarillado y más aún, cuando se encuentra 
localizado en la zona de influencia de un Parque Natural; tratar a una comunidad de ese 
tamaño como una comunidad rural dispersa para propósitos de estimación de su 
capacidad adaptativa, puede no ser adecuado. 
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Figura 11. IPM corregimiento de Barú (tratado como urbano) 
 
 
Al considerar sólo a aquellas personas que fueron definidas como pobres según el IPM y 
asumido el corregimiento de Barú como un área urbana, se obtiene que las principales 
privaciones a las que se enfrentan estos hogares son: la falta de acueducto, que no permite 
el acceso a agua mejorada (100% privados), la falta de alcantarillado y por ende la 
inadecuada disposición final de las excretas (100%); el empleo informal, donde en el 97% 
de estos hogares se presentan falencias respecto a la afiliación en un sistema de 
pensiones para aquellas personas económicamente activas. Adicionalmente, los hogares 
catalogados como pobres presentan privaciones en la dimensión de las condiciones 
educativas del hogar, encontrándose que un 87% de los hogares pobres presentan bajo 
logro educativo y que un 51% de estos hogares exhiben en su población más joven rezago 
escolar (Fig. 12).  
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Figura 12. Hogares pobres y su relación con las variables del IPM 
 
Debido a que este estudio se desarrolló exclusivamente para los hogares localizados en 
el centro poblado y, a las características especiales de tamaño del núcleo poblado 
concentración de hogares, el análisis de los indicadores de pobreza dentro del Índice de 
Capacidad Adaptativa, se enfocará en los resultados que se obtengan bajo el criterio de 
centro urbano. 
3.3 Índice de Capacidad Adaptativa (ICA) 
Siguiendo la metodología descrita en el capítulo anterior para la estimación del Índice de 
Capacidad Adaptativa, se presentan los resultados de cada una de sus dimensiones, así 
como algunas estadísticas descriptivas a partir de la encuesta, que complementan los 
resultados obtenidos. 
3.3.1 Dimensión Socio-
Económica (SN) 
Como fue descrito en la metodología, esta dimensión es construida con tres indicadores: 
Nivel de Pobreza (POV), Infraestructura Pública (INF) y las Características Ocupacionales 
(OCC). A continuación se presentan los resultados de la estimación de cada uno de los 
indicadores: 
3.3.1.1 Pobreza (POV) 
El indicador de Pobreza es construido por la combinación de tres subindicadores: Índice 
de Medición de Pobreza -POV1-, estimada en este estudio a partir del NBI o IPM; 
Percepción de Pobreza -POV2- y  Estilo Material de Vida -POV3. 
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Para el centro poblado de Barú, el Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas arrojó un 
resultado de 40,5% (asumido como rural) y de un 100% (asumido como urbano). Por otro 
lado, el Índice de Pobreza Multidimensional arrojó como resultado un 43,6% (asumido 
como rural) y un 68,9% (asumido como urbano). De acuerdo a las ecuaciones (2) y (3) de 
la metodología, el indicador POV1, puede resultar en cuatro (4) diferentes valores, de 
acuerdo al índice de pobreza utilizado (NBI o IPM) y al criterio asumido (Tabla 11).   
Tabla 11.  Estimaciones de POV1 de acuerdo al NBI e IPM (ámbitos rural y urbano) 
Sub-indicador 
/Nivel 
POV1 
 (a partir de NBI) 
POV1  
(a partir de IPM) 
Criterio Rural 59,5 56,4 
Criterio Urbano 0 31,1 
 
Al acercarnos a la pobreza a través de POV2 (Percepción de Pobreza), se obtuvo un 
promedio de 37,7 puntos en una escala del 1 al 100, donde 1 corresponde a una menor 
percepción de bienestar. Este valor refleja que los pobladores se perciben como una 
población relativamente marginada, lo que es corroborado con los valores estimados para 
el NBI e IPM (urbano). 
El Estilo Material de Vida (POV3),  se construyó con la información obtenida sobre la 
tenencia de los activos del hogar, entre un listado de 21 activos posibles, incluyendo 
activos productivos como la tenencia de motores fuera de borda y embarcaciones, así 
como artes de pesca. Debido a la gran cantidad de variables, se utilizó el análisis de 
componentes principales –ACP- para reducir este número de variables lo máximo posible, 
procurando no perder la riqueza de la información colectada. Usando el ACP, las variables 
se agrupan en ocho categorías, como se describen a continuación: 
1) Atarrayas: en esta categoría queda incluida únicamente la posesión de redes de 
pesca como atarrayas para pesca comercial o de sardinas. 
2) Línea de mano: al igual que la primera categoría, esta segunda categoría es 
exclusiva para la posesión de línea de mano. 
3) Bicicleta: otro activo dentro de la comunidad que tiene importancia es la bicicleta, 
que se explica en una sola categoría de acuerdo al análisis. 
4) Activos del hogar muy comunes: la cuarta categoría de agrupación corresponde a 
dos activos muy frecuentemente reportados en los hogares, que son los teléfonos 
móviles (celulares) y los ventiladores. 
5) Neveras y grabadoras: en esta categoría se agrupan dos artículos del hogar, las 
neveras y las grabadoras. 
6) Embarcaciones, otras artes de pesca y otros activos productivos: en esta categoría 
se agrupan las variables relacionadas con la existencia de lanchas en el hogar, 
junto con la tenencia de motores fuera de borda; a su vez agrupa dos artes de 
pesca, como lo son espinel o palangre y las mallas de pesca (cualquier ojo de 
malla). Dentro de este grupo queda incluido un activo productivo que algunos 
hogares poseen como lo es la tenencia de enfriadores. 
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7) Electrodomésticos y activos del hogar: en esta categoría se agrupan la tenencia de 
planta eléctrica, estufa, equipo de sonido, televisor, DVD, licuadora, aire 
acondicionado, máquina de coser y motocicletas. 
8) Otros. 
 
Esta agrupación en ocho categorías o componentes permite reducir el número de variables 
y explica la tenencia de activos de los hogares en un 78%, a través de un análisis de 
covarianzas. Para este análisis lo primero que se realizó fue crear las variables para cada 
una de las categorías analizadas, generando un ACP de las variables responsables con 
una matriz de covarianzas; con el ACP se asignan “scores” a cada una de las categorías 
lo que permite calcular un estimado para cada hogar. Este valor calculado para cada hogar, 
en cada categoría, se agrega para generar un único valor ponderado y obtener Estilo 
Material de Vida (EMV) de cada hogar. Finalmente, se estandariza este valor en una escala 
de 0 a 100. El análisis a través del ACP arrojó un valor para la comunidad del EMV de 
30,3, un valor bajo, que es concomitante con lo obtenido para los otros dos sub-indicadores 
de Pobreza. Adicionalmente, la Figura 13 muestra cómo este indicador agrupa a la gran 
mayoría de los hogares de acuerdo al EMV en el rango entre 10-40, ratificando que muy 
pocos hogares tienen muchos activos, pero que la gran mayoría, cuenta con lo necesario 
o menos. 
Figura 13. EMV ponderado 
 
Además de la medición del indicador del Estilo Material de Vida (EMV), se recolectó 
información adicional que permite entender un poco más el contexto del mismo. Por 
ejemplo, la valoración monetaria de los activos del hogar permite aproximarse a una 
medida de riqueza, la cual se estima por la agregación de valores asignados dentro de los 
hogares a los activos de tipo productivo (artes de pesca, botes, motores) y los activos de 
tipo no productivo (electrodomésticos, etc.) con los que cuentan. 
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Respecto a los activos de tipo no productivo, se encuentra que 95% de los hogares cuenta 
con ventilador(es), (en promedio 1,9 ventiladores por hogar); el 88% cuenta con televisor 
(en promedio uno por hogar); el 84% poseen estufa (una por hogar); el 84% de los hogares 
cuentan con celulares (en promedio 1,7 por hogar); el 78% cuentan con licuadora (en 
promedio una licuadora por hogar) y, un 63% poseen nevera con un promedio de una por 
hogar. En lo que respecta a bienes productivos, se encuentran aquellos que son 
destinados exclusivamente a la pesca, donde el 14% de los hogares cuentan con línea de 
mano, 3% atarrayas, 2% espinel y otro 2% mallas de pesca. Existen otros activos que 
pueden estar destinados a la pesca, como lo son enfriadores (20% de los hogares), 
lanchas (20%) y motores (16%). Adicionalmente, se encuentran aquellos bienes que son 
destinados a otras actividades productivas, como es el caso de las motocicletas (19% de 
los hogares) y las máquinas de coser (7%). La Tabla 12 muestra la valoración monetaria 
promedio para cada activo. 
 
Tabla 12. Valor y posesión de activos productivos y no productivos seleccionados 
Activo 
Frecuencia 
total/por 
hogar 
Porcentaje 
de hogares 
que 
poseen 
Tenencia 
promedio 
por hogar 
Valor 
Promedio 
(Pesos $) 
Valor 
Mínimo 
(Pesos $) 
Valor 
Máximo 
(Pesos $) 
Planta Eléctrica 15/15 5,7% 1 $818.571 $10.000 $3´000.000 
Nevera 178/167 63,3% 1,06 $510.700 $10.000 $2´000.000 
Estufa 221/221 83,7% 1 $98.773 $0 $900.000 
Equipo de 
sonido 
95/94 35,6% 1,01 $575.641 $10.000 $7´000.000 
Grabadora/radio 40/40 15,2% 1 $45.794 $1.000 $400.000 
Televisor 256/232 87,9% 1,1 $260.855 $0 $1´400.000 
Celular 376/222 84,1% 1,69 $74.267 $7.500 $1’000.000 
DVD 73/71 26,9% 1,03 $56.304 $0 $150.000 
Licuadora 209/205 77,7% 1,02 $45.775 $0 $600.000 
Ventilador 464/250 94,7% 1,86 $44.647 $0 $200.000 
Aire 
acondicionado 
11/11 4,2% 1 $188.000 $30.000 $300.000 
Máquina de 
coser 
20/19 7,2% 1,05 $236.315 $30.000 $700.000 
Bicicleta 73/61 23,1% 1,2 $95.846 $5.000 $500.000 
Motocicleta 52/49 18,6% 1,06 $1´657.291 $100.000 $6´000.000 
Enfriadores 62/52 19,7% 1,19 $861.166 $20.000 $3´500.000 
Red de pesca 14/8 3,03% 1,75 $308.214 $50.000 $1´000.000 
Línea de mano 78/37 14,01% 2,11 $32.613 $50 $200.000 
Palangre 4/4 1,5% 1 $156.666 $10.000 $400.000 
Malla de pesca 10/6 2,27% 1,67 $96.666 $40.000 $200.000 
Lancha o bote 54/53 20% 1,02 $2´395.640 $2.000 $45´000.000 
Motor 44/43 16,3% 1,02 $169.427 $0 $555.555 
 
Adicionalmente, al intentar cuantificar el ingreso total del hogar, utilizando como medida el 
ingreso reportado durante el mes previo a la realización de la encuesta (febrero 2014), se 
encontró que el promedio global de ingreso mensual fue de aproximadamente $540.000. 
Este ingreso presenta cifras distribuidas ampliamente, encontrándose dos encuestados 
que afirmaron no haber recibido ningún ingreso monetario y otros dos que manifestaron 
ingresos en el hogar de $3´000.000. Cerca del 69% de los hogares tienen un ingreso 
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promedio menor de $600.000, valor que no alcanza a ser un salario mínimo legal vigente 
en el país ($616.000). 
Asociado al ingreso recibido, el 69% de los encuestados perciben ese ingreso como 
insuficiente para subsanar los gastos mínimos del hogar; el 29% creen que el ingreso 
recibido es apenas suficiente y solamente el 2% siente que el ingreso cubre más que los 
gastos mínimos. Al plantear diferentes rangos de ingreso mínimo mensual necesario para 
satisfacer las necesidades del hogar, el 12% considera que debe ser menor a $500.000 y 
el 54% que esta cifra debería estar entre $500.001 y $1’000.000. Analizando estos 
resultados, se obtiene que para el 88% de los encuestados, el ingreso mínimo debe estar 
por encima de los $500.000, con lo que podría satisfacer adecuadamente las necesidades 
del hogar. 
3.3.1.2 Infraestructura Pública (INF) 
Para aproximarse al acceso que tiene la comunidad a capital físico público, se incluyó un 
conjunto de 10 elementos de la infraestructura pública, que fueron evaluados en cuanto a 
su ausencia/presencia en la comunidad. La Tabla 13 muestra los resultados. 
 
Tabla 13.  Infraestructura pública 
Infraestructura Presencia/Ausencia 
Centro de salud Presente 
Hospital Ausente 
Escuela primaria Presente 
Escuela secundaria Presente 
Carreteras Presente 
Agua corriente potable Ausente 
Alcantarillado Ausente 
Electricidad pública Presente 
Recolección de residuos sólidos Presente 
Gas natural Presente 
 
El valor del indicador de Infraestructura Comunitaria en Barú es moderado a alto (70/100); 
sin embargo, y a pesar de contar con varios elementos de infraestructura pública, la 
ausencia de servicios como agua potable y alcantarillado hace que las condiciones de vida 
de la población no sean las más apropiadas. 
 
3.3.1.3 Características Ocupacionales (OCC) 
Este indicador compromete dos subindicadores: el de Diversidad Ocupacional (OCDI) y 
Movilidad Ocupacional (OCMO). 
 
Para aquellos que manifestaron haber trabajado el mes anterior se encuentra que un 10% 
se dedican a la actividad pesquera, otro 10% a la preparación y venta de alimentos y, 10% 
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al comercio de víveres y otros. Otras actividades productivas de importancia en la 
comunidad son la construcción y la elaboración/comercialización de artesanías, que se 
reportan cada una con un 7%. Profundizando sobre la actividad económica principal se 
obtuvo que el 70% de aquellos que laboran son trabajadores independientes, el 16% son 
empleados de una empresa particular y un 10% son jornaleros o peones. Tan solo el 2% 
de la muestra es empleado del gobierno.Se encontraron al menos 35 actividades 
económicas como fuente de ingresos para los miembros económicamente activos de la 
comunidad de Barú. En los hogares del corregimiento de Barú hay aproximadamente 1,76 
miembros activos, que en promedio, están dedicados a 1,5 actividades generadoras de 
ingresos; la tasa entre estos valores arroja un valor para el subindicador OCDI, que para 
este caso es de 91/100.  
 
Por otro lado, la Diversidad Ocupacional (OCDI), se complementa con un sub-indicador 
que permite medir la movilidad ocupacional real de los miembros económicamente activos 
entre la diversidad de actividades generadoras de ingreso reportadas en la comunidad. 
Como se mencionó en la metodología, este su-indicador fue modificado y para esta 
investigación consta de 2 variables. De los 264 jefes de hogar se encontró que 99 de ellos 
cambiaron su actividad económica principal, de los cuales 58 lo hicieron de manera 
voluntaria. Con base en lo anterior el primer subindicador OCMO₁, obtiene un valor de 
58,6/100. 
 
A su vez, de los 264 jefes de hogar, se encontró que 164 de ellos desearon cambiar su 
actividad económica y que solo 58 cambiaron de forma voluntaria, lo que da como 
resultado un valor de 35,3/100 para OCMO₂. El valor final de OCMO es de 47/100. 
 
La Tabla 14 muestra los valores obtenidos en la Dimensión Socio-Económica, que para 
este componente asume dos valores 53,9 y 56,6 (correspondientes al índice aplicado para 
la medición de pobreza) en esta caso NBI e IPM respectivamente.  
 
Tabla 14. Resultados para la dimensión socio-económica, sus indicadores y sub-indicadores 
Indicador Sub-indicador 
Valor Sub-
indicador 
Valor Indicador 
Nivel de Pobreza 
(POV) 
POV1 (con NBI urbano) 0 22,7 
(Con NBI 
urbano) 
30,8 
(Con IPM 
urbano) 
POV1 (con IPM urbano) 31,1 
POV 2 Percepción de 
Pobreza  
37,8 
POV3 Estilo Material de 
Vida (EMV) 
30,3 
Infraestructura Pública 
(INF) 
 70,0 
Características 
Ocupacionales (OCC) 
Diversidad Ocupacional 
(OCDI) 
91,3 
69,1 
Movilidad Ocupacional 
(OCMO) 
46,9 
Dimensión Socioeconómica   53,9 (con NBI urbano); 56,6 (con IPM urbano) 
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3.3.2 Dimensión Institucional 
(SI) 
La Dimensión Institucional está construida a partir de tres indicadores a saber: Capital 
Social Estructural (SSC); Capital Social Cognitivo (CSC) y; La Percepción sobre las AMP´S 
(PAP). 
3.3.2.1 Capital Social Estructural (SSC)  
El primer sub-indicador, SSC1, mide el número de organizaciones existentes en la 
comunidad, arrojando un puntaje de 85/100, obtenido por la existencia de 17 
organizaciones formales e informales diferentes en la comunidad (Tabla 15). La 
organización más importante, debido a su carácter, es el Consejo Comunitario de Barú12.  
 
Tabla 15. Organizaciones comunitarias del corregimiento de Barú 
Organizaciones comunitarias del corregimiento de 
Barú 
Consejo Comunitario de Barú 
Junta de Acción Comunal 
Asociación Padres Familia 
Comité Barrial de Prevención de desastres 
(COMBA) 
Cooperativa Ciénaga  Azul 
Grupo de Artesanos Ronco 
Grupo de Artesanos Unidos por Barú 
Grupo de Jóvenes Desarrollo por Barú 
Grupo de las dulceras 
Grupo Lancheros 
Grupo Señoras  Iglesia: Señoras de Fe 
Madres Comunitarias 
Madres líderes de Acción Social 
Pareo Barulero 
PESBARU 
Pescando para el futuro/Pescadores El Bosque 
Asociación pescadores afrodescendientes de 
Barú/Tuntuneco 
 
 
                                               
 
12 Una comunidad negra podrá constituirse en Consejo Comunitario, que como persona jurídica ejerce la 
máxima autoridad de administración interna de las Tierras de las Comunidades Negras, de acuerdo con los 
mandatos constitucionales y legales que lo rigen y los demás que le asigne el sistema de derecho propio de 
cada comunidad (Ley 70 de 1993). 
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El sub-indicador SSC2, que revela el porcentaje de participación de los miembros del hogar 
mayores de 15 años en organizaciones comunitarias, alcanza un valor de 23/100, 
reflejando una baja participación de los miembros de los hogares en las organizaciones 
comunitarias. De igual forma se encontró que del total de los miembros del hogar, tan sólo 
el 4% pertenece al Consejo Comunitario y el 5% a alguna organización de productores. 
Evaluando específicamente a los jefes de hogar, estas proporciones aumentan al 6% y 
10% respectivamente, pero continúan concordantes con la baja participación. 
 
El sub-indicador SSC3, mide las Expectativas respecto a Redes y Apoyo Mutuo ante un 
escenario hipotético que afectaría a los hogares que dependen de los recursos marinos. 
Ante la situación planteada a continuación: “sí ocurriera un desastre natural que afectara 
la pesca, ¿quién cree que se uniría en la comunidad para solucionarlo?”, se obtuvo que el 
36% de los encuestados considera que todos los pescadores enfrentarían este problema, 
el 21% responde que la solución provendría de toda la comunidad, mientras que el 14% 
considera que la Junta de Acción Comunal ayudaría en la solución a la problemática. De 
acuerdo a estas respuestas este sub-indicador obtuvo una calificación de 79/100.   
 
Otra forma de medir el Apoyo Mutuo fue analizada a través de otra situación particular, la 
cual se presentó de la siguiente manera: “sí la escuela de la comunidad se quedara sin 
profesores por un periodo largo, ¿Quiénes trabajarían para solucionar dicho problema?”. 
Bajo este contexto el 29% de los encuestados considera que la Junta de Acción Comunal 
(JAC) participaría en la solución; otras opciones reportadas para esta pregunta son toda la 
comunidad (26%) y todos los padres de familia (24%). Se destaca el escaso 3% de los 
jefes de hogar que considera que las entidades del gobierno local (corregidor), serían parte 
de la solución a esta problemática hipotética. Lo anterior nos lleva a estimar el valor del 
sub-indicador SSC4, obteniendo un resultado de 81/100 puntos, siendo el resultado más 
alto entre los subindicadores de capital social estructural. 
 
En cuanto al sub-indicador que refleja la Acción Colectiva previa (SSC5), se obtuvo un 
puntaje de 39/100. La acción colectiva es evaluada a través de la frecuencia con que el 
encuestado, en el último año, se ha reunido con otros miembros de la comunidad para 
resolver un problema que afecte a la comunidad. Los resultados muestran que el 56% 
manifestó no haberse reunido con la comunidad para resolver un problema en común. Un 
31% se ha reunido frecuentemente a lo largo del último año. 
3.3.2.2 Capital Social Cognitivo (CSC) 
A nivel del Capital Social Cognitivo se tienen en cuenta 3 sub-indicadores para aproximarse 
a los aspectos de solidaridad, confianza y cooperación. 
 
Frente a una situación extrema (muerte o enfermedad del jefe de hogar), que permite 
evaluar la solidaridad de la comunidad, los encuestados contarían principalmente con la 
solidaridad de sus familiares (42%), seguidos de toda la comunidad (25%) y de los vecinos 
(11%). El resultado de este sub-indicador arrojó un valor de 53/100 puntos para el sub-
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indicador CSC1. Ante la situación planteada, muestra la importancia del rol de las 
pequeñas (grupo de vecinos o familiares) y grandes (comunidad) redes en situaciones de 
shocks particulares que pueden afectar a los hogares. 
 
Examinando si los individuos exhiben interés por cooperar con otros, se propuso la 
siguiente situación al encuestado: “Suponga que un amigo suyo de esta comunidad 
enfrenta las siguientes dos alternativas: 1) Ser dueño y poder sembrar un terreno de 2 
Has., para él solo y su familia y 2) Ser dueño y poder sembrar un terreno de 5 Has en 
compañía de otra persona de la comunidad; ¿Cuál alternativa cree usted que escogería 
su amigo?”. Frente a este entorno de cooperación, el 30% de los jefes de hogar preferirían 
ser los únicos dueños de un terreno (alternativa 1), ante el 70% que prefieren la posibilidad 
de ser propietarios de un predio un poco más grande pero en compañía (alternativa 2) . 
Con base en el resultado anterior, el sub-indicador de Capital Social Cognitivo-
Cooperación (CSC2) obtuvo un valor de 85/100 puntos y ocupa el lugar más alto entre los 
sub-indicadores de capital social cognitivo evaluados. 
 
Finalmente, un tercer elemento del capital social cognitivo es considerado: la Confianza, 
la cual es analizada de nuevo ante un contexto hipotético, como el que se describe a 
continuación: “Sí súbitamente usted y su esposa(o) tuvieran que salir del pueblo por uno o 
dos días, ¿con quién dejarían a sus hijos?”. Ante esta situación, el 64% de los jefes de 
hogar encuestados manifestaron que dejarían a sus hijos con otro familiar, el 10% no los 
dejaría con nadie y un 5% confiaría en los vecinos para esta labor. El sub-indicador de 
Capital Social Cognitivo-Confianza (CSC2) obtuvo un total de 25/100 puntos. Este 
resultado indica que, en ciertos casos como el presentado, las redes son mucho más 
estrechas y giran en torno a las personas más cercanas, como los familiares. 
3.3.2.3 Gobernabilidad – Percepción sobre las 
Áreas Protegidas (PAP)  
La percepción que tienen los jefes de hogar sobre la existencia del Área Protegida, fue 
utilizada como medida de gobernabilidad de la misma. Como primera referencia se obtuvo 
que el 81% afirmó conocer que la comunidad de Barú se encuentra en la zona de influencia 
del Parque Nacional Natural Corales del Rosario y San Bernardo (PNN CRSB). Aunque se 
reconoce la existencia del PNN, es de resaltar que más de la mitad de la muestra (52%), 
considera que las autoridades del parque no reconocen el valor y utilidad del conocimiento 
local de la comunidad y por ende no los tienen en cuenta en sus decisiones. 
Como forma de acercarse más a la percepción sobre el PNNCRSB, se planteó la siguiente 
premisa y pregunta, para aquellos hogares que manifestaron conocer la existencia del área 
protegida: “Los parques naturales pueden generar ventajas y desventajas, es decir, 
aspectos positivos y negativos para la comunidad. Con base en una escalera que va del 1 
al 10, donde 10 es excelente, 1 es pésimo y 5 no trae ventajas ni desventajas; califique la 
existencia del PNN Corales del Rosario y San Bernardo tanto como para su comunidad 
como para su hogar”. Se encontró que la percepción que tienen los encuestados sobre el 
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PNN es muy diversa y contrastante: por un lado, que el 28% de los jefes de hogar considera 
que el PNN no tiene ni ventajas ni desventajas, para el bienestar de la comunidad, mientras 
que el 24 % de los encuestados considera que la existencia del PNN sí es importante para 
el bienestar de la comunidad. Como complemento, los resultados muestran que el 39% de 
los jefes de hogar considera que la presencia del PNN es indiferente respecto al bienestar 
de sus respectivos hogares, aunque un 18% manifestó que si trae ventajas (Fig. 14).  
Figura 14. Escalera de Percepción sobre el bienestar que genera la existencia del PNN CRSB 
(Comunidad y hogar) 
 
 
Para el PNN CRSB, la calificación de su existencia respecto al bienestar del hogar arrojó 
un valor promedio cercano a 6; y en lo referido a la calificación para el bienestar de la 
comunidad, se encontró un resultado también cercano a 6. Finalmente, al realizar el cálculo 
total para la PAP se obtiene un valor de 60/100. 
 
La Tabla 16 resume los resultados obtenidos para la dimensión institucional. 
Tabla 16. Resultados para la dimensión institucional, sus indicadores y sub-indicadores 
Indicador Sub-indicador Valor Sub-
indicador 
Valor Indicador 
Capital Social 
Estructural (SSC) 
Organización 
Comunitaria (SSC1) 
84,9 
61,4 
Densidad 
Organizacional (SSC2) 
22,8 
Apoyo Mutuo (SSC3) 79,0 
Apoyo Mutuo (SSC4) 80,9 
Acción Colectiva 39,3 
Capital Social 
Cognitivo (CSC) 
Solidaridad (CSC1) 53,3 
54,7 Cooperación (CSC2) 85,2 
Confianza (CSC3) 25,6 
Percepción sobre la 
Existencia del AMP 
(PAP) 
Percepción sobre la 
Existencia del AMP 
sobre el hogar 
62,1 
60,1 
Percepción sobre la 
Existencia del AMP 
sobre la comunidad 
58,2 
11%
3% 2%
7%
28%
5% 6%
8%
6%
24%
11%
3% 3% 3%
39%
3%
8% 7%
5%
18%
Escalón 1 Escalón 2 Escalón 3 Escalón 4 Escalón 5 Escalón 6 Escalón 7 Escalón 8 Escalón 9 Escalón 10
Comunidad Hogar
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Dimensión Institucional    58,7 
3.3.3 Dimensión Socio-
Ecológica (SE) 
Finalmente la Dimensión Socio-Ecológica está construida con los siguientes tres 
indicadores: Dependencia en Uso de los Recursos (RUD), Conciencia de los procesos 
ecológicos (CEN) y, Habilidad para Anticiparse a los Disturbios (AAD). 
 
3.3.3.1 Dependencia en Uso de los Recursos (RUD) 
Se encontró que el 50% de los miembros activamente económicos dependen de manera 
directa o indirecta de los recursos naturales. Con respecto a la extracción o uso directo de 
los recursos naturales, se incluyen actividades como la pesca (11%), la agricultura (3%) y 
otras actividades extractivas (1%). Entre las actividades que se relacionan de manera 
indirecta con la extracción o uso de recursos naturales se encuentran la preparación y 
venta de alimentos (12%), la elaboración/comercio de artesanías (8%), el comercio de 
pescado y mariscos (3%) y otras actividades 12% (en su gran mayoría relacionadas con 
actividades turísticas, que implican un uso indirecto de los recursos naturales). El valor 
estimado para la Dependencia de los Recursos Naturales (RUD) es de 50/100 puntos. 
3.3.3.2 Conciencia de los procesos ecológicos 
(CEN) 
Para estimar la Conciencia de los procesos ecológicos (CEN), de nuevo se aplicó el 
método de los componentes principales –ACP- a respuestas de los jefes de hogar a tres 
preguntas abiertas sobre: i) las causas de su disminución, ii) los responsables de la 
disminución y iii) las alternativas que frenen el deterioro del mismo. 
 
Los resultados muestran que existe un consenso respecto a la percepción de disminución 
en la cantidad de peces que se capturan (últimos diez años); el 90% percibe que los peces 
en el mar han disminuido, un 4% que ha aumentado y un 6% que se han mantenido igual 
a lo largo periodo estipulado. 
 
El objetivo del indicador CEN, es capturar la comprensión que tiene la comunidad sobre 
su entorno natural y la situación de deterioro de los recursos marinos, específicamente los 
peces. Para capturar esa comprensión, en primer lugar, se preguntó a los jefes de hogar 
que percibieron que el recurso pesquero está disminuyendo, acerca de causas de esa 
disminución. Las respuestas fueron agrupadas en un principio en 10 categorías, que al 
aplicar el método de Análisis de Componentes Principales –ACP-, se redujeron a 6 clases, 
y que explican el 91% de las respuestas manifestadas, a través de un análisis de 
covarianza. Las categorías definidas son: 
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1) Sobrepesca y artes de pesca inadecuadas: esta variable abarca las respuestas 
relacionadas con la sobrepesca (sobrexplotación, aumento en el número de 
pescadores, mayor demanda) y uso de artes de pesca inadecuadas (pólvora, 
boliche, trasmallos, redes). Corresponde al 48% de los encuestados.  
2) Fenómenos climáticos: reportado por el 21% de los encuestados, se refieren a 
aquellas causas de carácter natural, como son la disminución de la lluvias; el mar 
de leva y los fenómenos relacionados con el cambio climático. 
3) Contaminación: esta causa es reportada por el 11% de los encuestados y recoge 
las respuestas que se relacionan con la contaminación generada por la comunidad, 
por las lanchas, por los turistas, los megaproyectos turísticos y por aquellas 
actividades relacionadas con el ámbito de los hidrocarburos. 
4) Pesca industrial: la pesca industrial es considerada por el 5% de los encuestados 
como la causal de la disminución del recurso pesquero, haciendo referencia a la 
presencia de barcos “vikingos” en la región. 
5) Desconocimiento 1: en esta categoría, se incluyen las respuestas de aquellos que 
no tenían una concepción clara sobre las posibles causas del deterioro del recurso 
pesquero –o manifestaron no saber la razón- y también las respuestas de aquellos 
que percibían que la disponibilidad del recurso no había cambiado en los últimos 
10 años. Esta variable corresponde al 9% de los encuestados. 
6) Desconocimiento 2: en esta categoría se incluyeron las respuestas de los jefes de 
hogar que manifestaron que el recurso pesquero ha aumentado en los últimos 10 
años (6%), mostrando una inexperiencia o desconocimiento respecto a las posibles 
causas de disminución.  
 
Utilizando ACP, se generan coeficientes (scores), que dan peso a cada una de las 
variables obtenidas y a su vez, arrojan un valor al sub-indicador relativo a la comprensión 
de las causas de deterioro del recurso pesquero por hogar (CEN1). Luego de ser 
estandarizados en una escala de 1 a 100, se obtuvo un valor cercano a los 47 puntos, que 
denota comprensión medio-baja sobre las causas de la disminución de los recursos 
pesqueros en los últimos diez años. 
 
Al evaluar sobre los responsables de la disminución en el recurso pesquero, se obtuvieron 
diversas respuestas por parte de los encuestados que en un principio fueron agrupadas 
en 9 categorías. Al usar el ACP, se disminuyen a 6 grupos, que explican el 91% de las 
respuestas. Dichas categorías son: 
 
1) Pescadores y la comunidad: Este grupo hace referencia a los pescadores, tanto 
locales como de otras áreas diferentes al corregimiento de Barú, sin hacer 
distinción del arte de pesca utilizado. Junto con los pescadores, este grupo es 
integrado por la comunidad local en general. El 49% de los encuestados señalaron 
este grupo como los responsables de la disminución del recurso pesquero. 
2) La naturaleza: el 8% manifestó que esta disminución es ocasionada por factores 
naturales, tales como cambios en el clima. 
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3) Agentes externos e institucionales: corresponden al 10% de los encuestados; este 
grupo abarca aquellos agentes externos que han modificado el recurso, como son 
los turistas, los lancheros, los megaproyectos de la región y los relacionados con la 
actividad de hidrocarburos. Por su parte, se encuentran también los agentes 
institucionales, que se refiere más a los actores propios de este entorno, como lo 
son el Estado y su poca presencia, las falencias de las autoridades ambientales en 
el momento del control y vigilancia, así como de las carencia de oportunidades en 
términos de empleo y educación para la región. 
4) Nadie: para el 5% de los encuestados no existe un responsable particular ante la 
situación descrita. 
5) Desconocimiento 1: incluye las respuestas de los jefes de hogar que manifestaron 
que el recurso se había mantenido en el tiempo, junto con aquellos que 
manifestaron no saber quiénes podrían ser los posibles responsables del cambio. 
Este grupo corresponde al 5% de los encuestados. 
6) Desconocimiento 2: finalmente, esta categoría incluye al 5% que consideró que el 
recurso pesquero ha aumentado, mostrando un desconocimiento de la situación 
actual. 
 
Las seis categorías, luego de estimar sus respectivos coeficientes (scores) y ser 
estandarizados nuevamente en una escala de 1 a 100, arrojaron un valor promedio de 41 
puntos para este sub-indicador, demostrando, otra vez, una moderada a baja comprensión 
de los principales responsables de la disminución del recurso pesquero (CEN2). 
 
Por último, la tercera aproximación a una comprensión del entorno natural está dada por 
las posibles estrategias que pueden solventar la disminución del recurso. Las respuestas 
fueron agrupadas en 19 variables, que posterior al ACP, se agruparon en 12 estrategias 
que permiten explicar el 91% de los datos obtenidos: 
 
1) Vedas: el 13% de los encuestados considera que se deben realizar vedas, las 
cuales no solo serían por especies, sino también por sitios de pesca (periodos de 
descanso y rotación). 
2) No usar artes de pesca indebidas: Corresponde no solo a la prohibición, ya que 
algunas de las artes usadas, están ya reguladas en la zona. Este grupo abarca el 
10% de los encuestados, que consideran que se debe regular –o dejar- el uso de 
ciertas artes de pesca como el boliche, trasmallo y redes que tengan un ojo de 
captura demasiado pequeño. 
3) Maricultura: el 9% considera que una estrategia a llevar a cabo en la región es la 
instalación de criaderos de peces.  
4) Respetar tallas mínimas: 8% opina, que se deben respetar las tallas mínimas de 
captura, junto con la no captura de aquellas especies que se encuentren en etapa 
reproductiva. 
5) No usar dinamita: el 8% manifestó que se debería prohibir el uso de dinamita o 
pólvora para la pesca. Sin embargo, esta es una norma que ya está establecida 
dentro de las políticas de las autoridades del PNNCRSB. 
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6) No contaminar: el 7% de los encuestados consideran que una de las estrategias es 
no contaminar el medio ambiente; específicamente se menciona la reducción de la 
contaminación por parte de dos grupos de actores: la propia comunidad, y, actores 
externos, como los turistas y las empresas de hidrocarburos.  
7) Control a la pesca: el 7% manifestó que se debería ejercer un control sobre la 
pesca, esta regulación puede ser desde la propia comunidad, a través de la 
disminución de la actividad pesquera, o por parte de las autoridades ambientales, 
ejerciendo el control y la regulación de esta actividad. 
8) Otras formas de control: el 3% opina además, que se debe hacer un control más 
riguroso sobre la pesca industrial, así como regular las lanchas, para que estas no 
afecten las zonas menos profundas. 
9) Alternativas económicas: para el 5% de los encuestados las soluciones se 
encuentran en la generación de alternativas económicas diferentes para la 
generación de ingresos, que permita a los usuarios de recursos, bajo un proceso 
formativo ejercer otras actividades. 
10) Educación ambiental y otros: este grupo abarca los proceso de concientización 
para los usuarios de recursos en general y la comunidad, de la misma forma agrupa 
aquellas acciones encaminadas a la recuperación del área, con actividades como 
la siembra de mangle, la eliminación del pez león y el fomento de un trabajo 
conjunto entre pescadores y autoridades ambientales (Co-manejo). Esta estrategia 
es considerada por el 11% de los encuestados. 
11) Nada: una de las respuestas obtenidas es no hacer nada, ya sea porque consideran 
que no se puede hacer algo al respecto o porque consideran que es un fenómeno 
natural -es la misma naturaleza la que con el tiempo definirá el rumbo del recurso 
pesquero. El 6% consideró esta opción. 
12) Desconocimiento: finalmente, se tuvieron en cuenta a aquellos hogares donde se 
manifestó que el recurso se había mantenido igual o que había aumentado en los 
últimos diez años, así como aquellos que no sabrían que hacer para enfrentar esta 
disminución del recurso pesquero. Este grupo abarca el 13% de los encuestados. 
 
Siguiendo el proceso de generar los coeficientes, así como de la estandarización de cada 
una de las variables y su aplicación en cada hogar, se obtuvo un puntaje de 62 para este 
sub-indicador, lo que muestra un nivel medio alto de entendimiento, sobre las estrategias 
o soluciones hacia la reducción del recurso pesquero en la zona (CEN3). 
 
Al agregar los tres sub-indicadores (causas, responsables, estrategias) y, por promedio 
simple, se calcula el indicador de comprensión del entorno natural para la comunidad del 
corregimiento de Barú, obteniéndose un valor de 50/100 puntos, como se observa en la 
Tabla 17. 
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Tabla 17. Estimación de la Conciencia de los procesos ecológicos 
Variable Valor 
Causas del deterioro (CEN1) 46,9 
Responsables del deterioro 
(CEN2) 
41,1 
Estrategias a desarrollar (CEN 
3) 
61,7 
Indicador CEN 49,9 
 
3.3.3.3 Habilidad para Anticiparse a los Disturbios 
(AAD): 
Finalmente para la construcción del indicador Habilidad para anticiparse a disturbios 
(AAD), se usaron las respuestas suministradas por los jefes de hogar a una pregunta 
planteada sobre un escenario hipotético, en el que la comunidad tendría que hacer frente 
a un choque que lo haría reducir las capturas de peces en un 75%. Los encuestados 
eligieron entre una lista de opciones, agrupados en categorías: (i) continuar la pesca, no 
hacer nada o migrar de la comunidad, (ii) moverse a otra actividad relacionada con 
extracción de recursos naturales, (iii) moverse a la agricultura, y (iv) moverse a actividades 
comerciales, de fabricación, o de servicios (incluyendo el uso sostenible de los recursos 
naturales); cada categoría recibió una puntuación que varía de 0 a 1, como se presenta en 
la Tabla 8 (Capítulo Métodos). Esta pregunta fue formulada para hacer frente a dos 
situaciones particulares como son la obtención del alimento para el hogar y la satisfacción 
de otras necesidades de la familia. Se encontró que las actividades seleccionadas más 
frecuentes para solventar las necesidades de alimento son la construcción (40%), 
continuar pescando (20%), elaboración/comercio de artesanías (11%) y moverse a la 
agricultura (10%). Para solventar otro tipos de necesidades se encontró de nuevo la 
construcción (33%), continuar en la pesca (15%), elaboración de artesanías (13%) y pasar 
a la agricultura (7%). Los valores de los sub-indicadores tanto para solventar el alimento 
como otras necesidades tienen un valor de 65 y 70 respectivamente. El indicador agregado 
arroja un valor de 68/100. 
 
La Tabla 18 permite observar el resumen para la dimensión socio-ecológica. 
 
Tabla 18. Resultados para la dimensión socio-ecológica, sus indicadores y sub-indicadores 
Indicador Sub-indicador Valor Sub-indicador Valor Indicador 
Dependencia en el 
Uso de los 
Recursos (RUD) 
 
49,8 
Conciencia de los 
procesos 
ecológicos (CEN) 
Causas del deterioro 
(CEN1) 
46,9 
49,9 
Responsables del 
deterioro (CEN2) 
41,1 
Estrategias a 
desarrollar (CEN 3) 
61,7 
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Habilidad para 
Anticiparse al 
Disturbio (AAD) 
AAD para solventar el 
alimento 
65,4 
67,7 
AAD para solventar 
otras necesidades 
69,9 
Dimensión Socio-Ecológica 55,8 
 
3.4 Índice de Capacidad Adaptativa –ICA- 
La Figura 15 muestra las tres dimensiones del ICA y cada uno de los indicadores, 
estimados para el corregimiento de Barú (asumido como urbano13); se observa que la 
pobreza y en parte la dependencia de los recursos naturales asi como una moderada 
conciencia de los procesos ecológicos asociados al recurso pesquero, son variables que 
debido a sus bajos valores afectan la capacidad adaptativa de las comunidad (23 con NBI 
y 31 con IPM; 50; 50 respectivamente). Por otro lado, atributos que generan capacidad 
adaptativa estaran relacionados con la infraestructura física con que cuenta el 
corregimiento (70), la características ocupacionales (69) y la capacidad para anticiparse al 
cambio (68).  
Figura 15. Resultados agregados de las dimensiones e indicadores del ICA 
 
 
Finalmente y siguiendo la metodología establecida, se obtuvieron dos valores del Índice 
de Capacidad Adaptativa para el corregimiento de Barú (criterio urbano) de acuerdo al 
método usado en la medición de pobreza: i) 56 utilizando el NBI y ii) 57 con el IPM; valores 
                                               
 
13 De igual forma en el anexo 2 se muestran los resultados del ICA, asumiendo el corregimiento 
de Barú como territorio rural. 
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muy cercanos que indicarían, al menos en primera instancia, que el uso de cualquiera de 
ellos para la estimación cuantitativa de la capacidad adaptativa de las comunidades es 
relativamente indiferente. Los valores obtenidos para el ICA muestran una capacidad 
adaptativa moderada para la comunidad, siendo la dimensión socioeconómica la más 
limitante, cuando es desarrollada la metodolgía con el apoyo del NBI. A su vez, la 
dimensión socio-ecológica es limitante de la capacidad adaptativa, cuando es utilizado el 
IPM en el desarrollo de la metodología. Se resalta que sin importar el índice aplicado en la 
medición de la pobreza, es la dimensión institucional la que genera una lígera potencialidad 
en la capacidad adaptativa de la comunidad frente al establecimiento de un AMP (Fig. 16). 
Figura 16.  Resultados agregados de las dimensiones y de los índices de capacidad adaptativa 
 
3.4.1 Análisis de sensibilidad 
Con el propósito de evaluar la robustez del ICA, se realizó un análisis de sensibilidad. Tal 
como lo señalan Moreno-Sánchez y Maldonado (2013), las fuentes más comunes de 
varianza en la estimación del ICA son las formas funcionales y la ponderación. Cómo se 
presentó en la metodología de la estimación del ICA, la presente investigación utilizó dos 
formas funcionales: promedio simple de las dimensiones y función mínima.  
Para examinar la sensibilidad del ICA estimado bajo la forma funcional, y siguiendo lo 
propuesto por Moreno-Sánchez y Maldonado (2013), se agregaron las dimensiones 
también de manera multiplicativa, donde el ICA es una función del producto del valor de 
sus dimensiones: 
𝐼𝐶𝐴 = 𝐹(𝑆𝑁 ∗ 𝑆𝐼 ∗ 𝑆𝐸) 
Para este estudio, la función específica que se propone es la siguiente: 
53,9
56,6
58,7
55,8
56,1
57
SN1 SN2 IN SE ICA1 ICA2
Resultados 63 
 
𝐼𝐶𝐴 = (𝑆𝑁 ∗ 𝑆𝐼 ∗ 𝑆𝐸)
1
𝑁𝑑 
Donde Nd es el número de dimensiones que componen el índice de capacidad adaptativa. 
Adicionalmente y siguiendo a los mismos autores, evaluamos la sensibilidad del valor del 
ICA a la ponderación. Moreno-Sánchez y Maldonado (2013), proponen cuatro formas 
alternativas para ponderar de las dimensiones: 
a. Igual ponderación o promedio simple: 𝐼𝐶𝐴 = 𝑎1 ∗ 𝑆𝑁 + 𝑎2 ∗ 𝑆𝐼 + 𝑎3 ∗ 𝑆𝐸, donde 
a1=a2=a3,  reflejando la ponderación utilizada en este estudio. 
b. Énfasis en la dimensión Socioeconómica: 𝐼𝐶𝐴 = 𝑎1 ∗ 𝑆𝑁 + 𝑎2 ∗ 𝑆𝐼 + 𝑎3 ∗ 𝑆𝐸, donde 
a1>a2=a3. 
c. Énfasis en la dimensión Institucional: 𝐼𝐶𝐴 = 𝑎1 ∗ 𝑆𝑁 + 𝑎2 ∗ 𝑆𝐼 + 𝑎3 ∗ 𝑆𝐸, donde 
a2>a1=a3. 
d. Énfasis en la dimensión Socio-ecológica: 𝐼𝐶𝐴 = 𝑎1 ∗ 𝑆𝑁 + 𝑎2 ∗ 𝑆𝐼 + 𝑎3 ∗ 𝑆𝐸, donde 
a3>a1=a2. 
Para este análisis, se asignó un peso de 1/3 para las tres dimensiones para el caso “a”; y 
para los demás casos (b y c), se determinó un peso de 1/2 para la dimensión enfatizada y 
1/4 para las otras dos. Los resultados del análisis de sensibilidad a las formas funcionales 
y ponderadores se presentan en la Tabla 19. 
Tabla 19. Cálculo del ICA mediante métodos alternativos. 
COMUNIDAD 
DE  
BARÚ 
Forma funcional 
Aditiva 
Función 
mínimo 
(𝐼𝐶𝐴𝑚𝑖𝑛) 
 
Multiplicativa 
 
Igual 
ponderación 
(𝐼𝐶𝐴𝑝𝑟𝑜𝑚) 
Énfasis en la 
dimensión 
Socioeconómica 
Énfasis en 
la 
dimensión 
Institucional 
Énfasis en 
la 
dimensión 
Socio-
ecológica 
ICA con NBI 56.9 55.6 56.8 56.0 53.9 56.1 
ICA con IPM 57.0 56.9 57.4 42.2 55.8 57.0 
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4. Discusión 
El presente trabajo tiene como objetivo estimar la capacidad adaptativa de la comunidad 
de pescadores del corregimiento de Barú ante la presencia de un área protegida 
(PNNCRSB). Del mismo modo han sido analizados dos criterios para medir la pobreza en 
el país con el fin de ajustar o modificar la metodología propuesta por Maldonado y Moreno-
Sánchez (2014). La capacidad adaptativa estimada para la comunidad de Barú arrojó 
valores finales de 56 y 57 puntos de 100 posibles, utilizando NBI e IPM respectivamente, 
lo que sugiere una capacidad de adaptación moderada frente a cambios extremos como 
el establecimiento de un área marina protegida.  
Los resultados obtenidos permiten inferir respecto al Índice de Capacidad Adaptativa –ICA- 
que existe una variación en los indicadores estimados, encontrándose valores de 
moderados a moderados-altos, que otorgan en alguna medida capacidad de adaptación a 
la comunidad, como los son la Infraestructura Pública, las Características Ocupacionales 
y, la Habilidad para Anticiparse al Cambio. Por otro lado, los valores más bajos están dados 
para el indicador de Pobreza, la Dependencia en el uso de los recursos y la Conciencia de 
los procesos ecológicos que no favorecen la capacidad adaptativa de la comunidad.  
La estimación del ICA con base en las dos mediciones de pobreza utilizadas (NBI e IPM), 
arrojan valores similares; sin embargo, hay que tener en cuenta que estos son valores 
absolutos y que la interpretación de los mismos debe hacerse en términos relativos que 
permitan identificar las variables que limitan o potencian la capacidad adaptativa y que 
sirven de herramienta para la postulación de estrategias, alternativas, etc. Con base en 
esto, la discusión será abordada desde cada una de las dimensiones y sus respectivas 
variables. De la misma manera, para los dos índices de medición de Pobreza, se hará una 
mirada más profunda en cada uno de ellos mostrando diferencias relevantes que permiten 
ahondar en el diseño de estrategias particulares. 
4.1 Dimensión Socio-económica 
Como se ha mencionado, este componente pretende capturar las condiciones sociales y 
económicas de las comunidades que moldean su relación con el entorno natural (Moreno-
Sánchez y Maldonado, 2013). En lo referente a esta dimensión y en general a la estimación 
del ICA, se obtuvo que el criterio de pobreza arrojó el valor más bajo de la capacidad 
adaptativa, lo que establece que este elemento es el mayor limitante para hacer frente a 
el establecimiento de un área protegida. Como dejan de manifiesto Smit y Pilifosova 
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(2001), la pobreza es considerado uno de los principales promotores de que una 
comunidad sea vulnerable a las perturbaciones, por eso se hace necesario ser cuidadoso 
en sus mediciones y métodos empleados, así como la evaluación en cada una de sus 
dimensiones. 
Los datos obtenidos para la estimación de la pobreza fueron los más bajos en la estimación 
del ICA para el corregimiento de Barú, esto concuerda con otros estudios realizados en 
otras comunidades de pescadores en el país (Maldonado et al., 2010; Moreno-Sánchez y 
Maldonado, 2013). Notese además, que como lo demuestra la Figura 15, cuando se evaluó 
el ICA con ayuda del NBI, la dimensión más limitante es la Socioeconómica, que 
concuerda con un estudio previo donde se utilizó la misma metodología, pero para una 
comunidad de pescadores en el Pacífico colombiano (Moreno-Sánchez y Maldonado, 
2013). Caso contrario sucede, cuando el ICA es estimado con el IPM, en donde es la 
dimensión Socio-ecológica la que adopta ahora el carácter de limitante de la capacidad 
adaptativa. 
El Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas –NBI-, estimado para la población del 
corregimiento de Barú (asumido el centro poblado como urbano) y desarrollado con la 
metodología del DANE, arrojó que el total de hogares de la comunidad es pobre en un 
100%, de los cuales el 65% se encuentran en situación de pobreza y el 35% en condiciones 
de pobreza extrema. Analizando cada una sus dimensiones, se encuentra que son las de 
tipo físico y estructural, las que principalmente afectan su cálculo. La razón de lo anterior 
es debido a que el corregimiento no cuenta con un servicio de acueducto ni alcantarillado, 
que automáticamente refleja deficiencias en el acceso a servicios básicos en toda la 
comunidad; concomitante a las carencias en estos servicios, están las falencias en la 
disposición final de las excretas, que en su gran mayoría son dispuestas en pozo séptico. 
Lo que respecta al otro índice utilizado para medir la pobreza, el IPM, se obtuvo un puntaje 
cercano al 69% (asumiendo el centro poblado como urbano); donde cerca del 45% de los 
hogares del corregimiento vive en pobreza y el 24% en pobreza extrema. El interés de 
utilizar esta metodología para la medición del IPM, fue compararla con la anterior propuesta 
por Maldonado y Moreno-Sánchez (2014) para la estimación de la capacidad adaptativa. 
Esta herramienta permitió observar con más detalle algunas de las características que 
pueden conducir a la pobreza de un hogar y a su vez de la comunidad, así como aquellas 
variables que atañen al condicionamiento del tiempo presente de la comunidad y algunas 
que se desarrollan pensando en la población futura. Los resultados obtenidos, muestran 
que al igual que en el cálculo del NBI, el 100% de los hogares del corregimiento presentan 
privaciones en el acceso a agua potable, así como a un inadecuado servicio sanitario, 
ocasionado por la falta de acueducto y alcantarillado. Una inadecuada disposición de las 
excretas no solo afecta la calidad de vida de los pobladores que la padecen, ya que en el 
contexto del AMP va en detrimento de los ecosistemas que allí se protegen y además, 
genera riesgos en la salud humana, no solo de la comunidad local, sino de la gran cantidad 
de visitantes que alberga el PNNCRSB, catalogado como el más visitado en el país (con 
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más de 400.00014 visitantes en el 2013) y que podría afectar las opciones de ecoturismo 
en la región. 
De igual manera, el uso del IPM permitió visualizar otras dimensiones donde también 
existen fallas que no son posibles de analizar con el NBI. Es así como, específicamente la 
variable que analiza el empleo informal, muestra que la gran mayoría de la población sufre 
de privación en la misma, es decir que en su mayoría la población con capacidad de 
trabajar no se encuentra afiliada a un sistema de pensiones, situación que conduce a 
concluir que la población no cuenta con la posibilidad de solventar una vejez digna. 
Adicionalmente, la informalidad laboral hace más vulnerable a la comunidad y, condiciona 
a una mayor dependencia de los recursos naturales y de paso ir en contravía de la 
conservación de los ecosistemas predominantes en el PNN-CRSB; es así, que ante el 
establecimiento de AMP´s se deben considerar no solo la posibilidad de desarrollar 
alternativas económicas viables, sino que debe tenerse en cuenta que sean estables y 
formales para las comunidades locales que habitan en sus zonas de influencia.  
Es interesante ver como el IPM acoge algunas características que permiten evaluar 
contextos educativos de la población. De estas se puede decir que son preocupantes las 
condiciones educativas para la población mayor de 15 años, encontrándose que el 73% 
de los hogares presenta un bajo logro educativo, con niveles de escolaridad relativamente 
bajos, junto con un 25% donde se presenta analfabetismo. Respecto a la salud, se reporta 
que el total de la población para el año 2007 (Lizarazo y López, 2007) se encontraba 
inscrita al SISBEN; sin embargo, preocupa que en el desarrollo de este estudio se encontró 
que el 27% de los hogares presentan privación en lo referente a la afiliación a algún sistema 
de salud. 
Por último y lo que concierne a la población más joven (niñez y juventud), es satisfactorio 
encontrar que solamente un 5% de esta población no se encuentra asistiendo a un 
establecimiento educativo; sin embargo, este indicador, aunque refleja cobertura, no dice 
nada referente a la calidad ofrecida. Según lo evaluado a través del IPM, para el 
corregimiento se observa que un poco más de la tercera parte de los hogares, donde los 
jóvenes y niños se encuentran estudiando presentan rezago escolar en algún miembro. 
Como reflejan los resultados, las estimaciones de los indicadores de pobreza, no alteran 
en gran medida el valor final estimado del ICA; sin embargo, al encontrarse en diversos 
estudios (Maldonado et al., 2010; Moreno-Sánchez y Maldonado, 2013) que la pobreza es 
una de las mayores limitantes para otorgar capacidad adaptativa, una visión más ampliada 
en las estimaciones, permitiría tener una visión más integral que direccionen las 
alternativas o estrategias para combatirla. El hecho que el IPM, presente un número mayor 
de variables respecto al NBI, lo hace más útil y obviamente genera más criterios para 
                                               
 
14 Registrados 420.492 visitantes en 2013.  http://www.turismoatiempo.com/30-de-enero-de-
2013/parques-nacionales-naturales-publica-los-10-parques-mas-visitados-en-colombia Visitada el 28 de 
octubre de 2014. 
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analizar una comunidad, razón por la cual se sugiere que en la propuesta de Maldonado y 
Moreno-Sánchez (2014) para la estimación de la capacidad adaptativa, se acople el Índice 
Pobreza Multidimensional para estudios futuros. Además el IPM es un índice que en la 
actualidad es de los más usados a nivel mundial y sugerido para el país y, que al adherirlo 
a la metodología de Maldonado y Moreno-Sánchez permitiría realizar comparaciones con 
otras comunidades en el mundo.  
Un aspecto a discutir, es tener claramente los criterios para definir sí al momento de la 
estimación de la pobreza de una población, ésta es asumida como rural o urbana, ya que 
las consideraciones establecidas por el DANE (total, cabecera, resto), puede llevar a 
evaluaciones erradas. Durante el desarrollo del estudio, esta situación fue compleja de 
asumir, pero en la cual la experiencia propia y el conocimiento de las características del 
corregimiento, así como la revisión de bibliografía junto con algunos conceptos dados por 
el mismo DANE para centros poblados, permitió asumir al corregimiento de Barú como un 
territorio urbano. Se reconoce por lo mismo, posibles errores en la determinación, pero se 
sugiere para la estimación del ICA, hacer este ejercicio de evaluación de criterio –sí es 
rural o urbano- sobre la comunidad que se vaya a evaluar, para ser lo más objetivos 
posibles y no caer en sesgos y errores en las variables medidas y por ende no poder hacer 
una contribución más certera sobre los aspectos que se deben desarrollar para disminuir 
la pobreza y de igual forma aumentar la capacidad adaptativa de las comunidades. Es 
importante resaltar que el concepto que se adopte –rural o urbano- son para las 
estimaciones de la pobreza, pero que son de gran importancia para los tomadores de 
decisiones, así como para la mejor asignación de los recursos. El éxito de estas acciones 
que reduzcan las diferencias socio-económicas del corregimiento con la región, deberán 
promoverse hacia el acceso a la tierra, a servicios públicos y estatales de calidad y, la 
generación de empleos formales y estables. 
También, alerta que este estudio, se realiza con una población donde confluyen dinámicas 
rurales, pero que con el paso del tiempo se han modificado y han conllevado a que la gran 
mayoría de la comunidad local del corregimiento se encuentre concentrada en el centro 
poblado del mismo. 
Complementando y confirmando las estimaciones de los índices de pobreza, la población 
manifiesta una baja percepción respecto a su bienestar. De igual forma,  el subindicador 
de Estilo de Material de Vida (EMV) reporta unos valores bajos en niveles de posesión de 
activos tanto productivos como no productivos, resultados similares se encontraron para 
otra comunidad de pescadores en el Pacífico Colombiano (Moreno-Sánchez y Maldonado, 
2013). Para efectos de este estudio se encontró que la gran mayoría cuenta con pocos 
activos y a su vez, que una minoría concentra muchos bienes, mostrando como mencionan 
Smit y Pilifosova (2001), que la desigualdad en la posesión de capital físico privado puede 
disminuir las capacidades de la comunidad en términos de su resiliencia. 
Sobresalen dos variables que potencian la capacidad adaptativa para la comunidad, pero 
que es conveniente que sean analizadas con más detalle. La primera de ellas, está 
relacionada con la Infraestructura Pública -valor más alto dentro de la estimación del ICA, 
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lo que llevaría a concluir que la comunidad del corregimiento se encuentra altamente 
equipada, y que a su vez conlleva a que sean menos vulnerables ante eventos o choques 
imprevistos (Maldonado et al., 2010). Sin embargo, no solo debería ser tenida en cuenta 
la presencia o ausencia de una infraestructura específica, sino la calidad de la misma y la 
facilidad de acceso y uso; ejemplo de esto, es el estado de las calles del corregimiento o 
más precisamente de la carretera que no permite fácilmente, ni de manera segura, la 
comunicación entre el corregimiento y el Distrito de Cartagena por la dificultad que se 
genera en sector conocido como Playetas, donde la erosión ha generado deterioro de la 
línea de costa y ha impedido la construcción de la carretera en ese tramo (Figura 16).  
Figura 17. Lado izquierdo: carretera Barú-Pasacaballos, sector Playetas. Lado derecho: Calles de 
Barú. 
  
 
Por otro lado, el servicio de recolección y disposición de residuos es llevado por poco 
personal, lo que ocasiona que a veces las personas en su premura de deshacerse de sus 
residuos, opten por la opción de quemarlas o arrojarlas al agua o al monte (Pineda et al., 
2006), generando que esta inadecuada disposición se pueda constituir en un foco de 
infecciones y enfermedades (Maldonado et al., 2011).  Finalmente, la falta de acceso a 
servicios básicos como acueducto y alcantarillado, principalmente la escasez de fuentes 
de agua, constituye uno de los problemas más apremiantes en la población (Pineda et al., 
2006). Con respecto al agua potable, esta se suministra en ciertas temporadas por 
embarcaciones o carrotanques desde Cartagena y corregimientos cercanos (Casañas, 
2010) y de acuerdo a lo manifestado por la población encuestada, presenta, en ocasiones, 
baja calidad, conllevando a enfermedades debido a la presencia de coliformes (Berdugo 
et al., 2004), sobretodo en la población infantil considerada como la más vulnerable.  
Con respecto a las Características Ocupacionales en el corregimiento, se encontró que 
este indicador es el segundo más alto y, que la comunidad exhibe una amplia variedad de 
actividades productivas (más de 35); la Diversidad Ocupacional otorga capacidad 
adaptativa a las comunidades al diversificar el riesgo ante posibes perturbaciones 
(Maldonado et al., 2010). Sin embargo, a pesar de este amplio portafolio de actividades 
económicas, la movilidad entre éstas no es fácil de llevar a cabo, por lo que solo la tercera 
parte (37,5%) de las personas encuestadas, pudo cambiar sus actividades en los últimos 
5 años, cuando el 63% manifestó desear cambiar su actividad. Las principales actividades 
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económicas para el corregimiento están relacionadas con la pesca y el turismo (Pineda et 
al., 2006); esta última se ve supeditada a las temporadas vacacionales y no ha podido 
tener un gran desarrollo dentro de la comunidad, ya que la falencia en los servicios 
públicos, en especial la falta de agua potable, hacen que no sean competitivos frente a las 
mega-obras turísticas de la región (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2012), 
y a que el hospedaje turístico en el centro poblado liderado principalmente por mujeres no 
haya podido tener un impacto en la población.  Junto a esta falta de oportunidades, se halló 
que las principales razones para la restricción de movilidad están asociadas con falta de 
capacitación, de recursos financieros, de apoyo de una entidad pública, así como de la 
oferta de empleos estables, que impiden desarrollar estrategias que permitan estabilidad 
económica y depender menos del uso de los recursos.  
4.2 Dimensión Institucional 
Esta dimensión hace referencia a las redes, normas, reglas –formales e informales-, que 
determinan la relación de la comunidad con su entorno natural (Moreno-Sánchez y 
Maldonado, 2013). Los resultados muestran que la comunidad del corregimiento de Barú 
exhibe potencial para fortalecer su Capital Social Estructural, debido a que se encontró 
una diversa gama de organizaciones sociales; sin embargo, la participación en las 
organizaciones comunitarias debe ser fortalecida. Ejemplo de lo anterior es el Consejo 
Comunitario, que se supone está integrado por todas las familias del corregimiento, pero 
donde la gente no se siente partícipe o miembro del mismo, lo que demuestra un grado de 
desconocimiento y apropiación de sus propias organizaciones.  Por otro lado, en la 
comunidad se exhiben altas expectativas de Apoyo Mutuo frente a problemáticas que 
podrían afectarlos a todos, lo que indicaría un interés en el trabajo cooperativo, pero que 
se ve opacado por la baja frecuencia de asistencia a reuniones de interés comunal.  
En lo que respecta al Capital Social Cognitivo, se encontró un valor bajo para la variable 
que mide Confianza, donde el principal apoyo o red que se tiene presente es el núcleo más 
cercano (familia). Otros factores evaluados fueron la Solidaridad con un valor moderado, 
siendo los familiares, seguido de la comunidad en general en menor proporción, quienes 
apoyarían a un hogar en desgracia. Y finalmente, la Cooperación, que al parecer es una 
característica importante en la comunidad, que demuestra la vocación e interés del trabajo 
conjunto, pero que debe ser liderada de una forma que conlleve a propósitos comunes y 
que contrasta con la baja participación de los jefes de hogar en las reuniones con otros 
miembros de la comunidad para resolver problemas comunes. 
Existe una percepción moderadamente favorable sobre la existencia del PNN-CRSB; no 
obstante se debe anotar que cerca de un 20% de la población encuestada no sabe que en 
la región se encuentra esta área protegida. 
Una de las causales de fallas de las AMP´s ha sido la escasa participación de la comunidad 
en la toma de decisiones (McClanahan et al., 2008; Cinner et al., 2011; Moreno y 
Maldonado, 2013); situación que no es ajena en Colombia, donde los grupos de 
afrodescendientes y de campesinos han tenido escasa –o nula- participación en el diseño 
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e implementación en el manejo de los parques naturales (Durán, 2009). Para este estudio 
se encontró que solo el 46% de la población considera que las autoridades del PNN-CRSB 
reconocen el valor y la utilidad del conocimiento y la experiencia local, lo que va en 
contravía de varios autores quienes manifiestan la necesidad de incorporar el 
entendimiento que tienen la población sobre los territorios para ser incorporado en la 
planificación de las AMP´s (Charles y Wilson, 2008; Johannes, 1998; Huntington, 2000; 
Berkes et al, 2000, citados en: Maldonado et al., 2011) 
La relación entre la capacidad adaptativa de las comunidades y la gobernanza de una 
AMP, no debe ser obviada, no solo en lo concerniente a la introducción del conocimiento 
local, sino al hecho de que poblaciones con pobres equipamientos públicos y privados, 
exhibirán una baja capacidad para enfrentar o superar las restricciones impuestas por las 
áreas protegidas y que conducirán a que no estén dispuestas a cumplir con los objetivos 
de conservación propuestos (McClanahan et al., 2008).  
4.3 Dimensión Socio-ecológica 
Por último, el Componente Socio-Ecológico, permite acercarse en ciertos aspectos a la 
relación existente entre la comunidad y el medio que la rodea (Moreno-Sánchez y 
Maldonado, 2013; Maldonado y Moreno-Sánchez, 2014). A pesar de ser amplía la gama 
de actividades económicas, se encontró que cerca de la mitad de ellas tienen relación 
directa o indirecta con los recursos naturales, lo que afecta las políticas de conservación 
dentro de un área protegida, así como la adaptabilidad de la comunidad, ya que si una 
comunidad depende de la extracción de recursos para su sustento, sus medios de vida 
serán afectados severamente por la afectación en la disponibilidad de los recursos ante 
disturbios de tipo natural o antrópico, como el establecimiento de áreas protegidas 
(Moreno-Sánchez y Maldonado, 2012). No se puede dejar de lado que muchas de las 
actividades extractivas tiene como fin el sustento familiar y, que se han incrementado en 
los últimos años simultáneamente con el aumento en el turismo en la zona y 
particularmente en el PNN-CRSB (IDRC, 2006).  
 
Otro indicador que conforma esta dimensión es la Capacidad de las Comunidades para 
Anticiparse al Cambio; entre mayor sea esta capacidad, será mucho más fácil generar 
alternativas y estrategias para enfrentarlos (Maldonado et al., 2010). Para el corregimiento 
de Barú, este indicador obtuvo la tercera puntuación más alta en la estimación del ICA, 
encontrándose que la actividad de la construcción sería una actividad a la que se podría 
migrar para satisfacer la obtención de alimento o de otras necesidades básicas para la 
familia; sin embargo esta opción es visible, por la construcción de megaproyectos turísticos 
en la región, los cuales serán temporales. Esta actividad es la que le da esa puntuación 
alta a esta variable, pero que, de nuevo debe ser contextualizada, dado que va de la mano 
con el aumento del turismo y el desplazamiento de los nativos, que como se ha 
mencionado ha sido uno de los detonantes para los conflictos de la región. Los foráneos 
que construyen casas de recreo en la zona exhiben una alta demanda por obreros nativos; 
no obstante son, a la vez, demandantes de recursos marinos, generadores de 
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desplazamiento económico y actores importantes en el deterioro de los ecosistemas de la 
región (destrucción de áreas de manglar y pastos marinos para construcción de casas y 
creación de playas artificiales, movimiento y comercialización ilegal de arena, entre otros). 
Algunos jefes de hogar exhiben nula capacidad para anticiparse al cambio, ya que la única 
actividad que podrían seguir desarrollando frente a una perturbación hipotética que 
afectara la cantidad de peces en el mar sería seguir pescando, este resultado indicaría que 
la falta de capacitación para el ejercicio de otras actividades, así como la limitada –o nula- 
posesión de tierras restringiría notablemente la viabilidad de superar una prohibición 
estricta de pescar en el parque natural. El tema de las tierras es un asunto no trivial, dado 
que la expansión acelerada del turismo y la demanda creciente de tierras en la zona para 
construcción de hoteles y casas de recreo han conducido a la venta y desplazamiento 
hacia el centro poblado y hacia la actividad pesquera. 
Adicionalmente, los resultados muestran que la comunidad es consciente de su efecto 
sobre los recursos naturales, reconociendo que la sobrepesca (local y por parte de 
pescadores externos), y el uso de artes de pesca inadecuados son las principales causas 
de esta afectación. Al reconocerse como parte del problema, sugieren estrategias de 
manejo desde la propia comunidad que incluyen desde el cumplimiento de la regulación a 
las artes de pesca dentro del PNN CRSB hasta la concientización de los pescadores y la 
generación de fuentes de empleo que permitan sustituir la actividad extractiva como fuente 
principal de alimento y generación de ingresos. Debe resaltarse que la falta de 
cumplimiento de la regulación puede deberse o al desconocimiento de la misma o a falta 
de legitimidad de las autoridades ambientales debido a la escasa incorporación de las 
comunidades locales, y particularmente de los usuarios de recursos, en la toma de 
decisiones relativas al parque natural. 
4.4 Conclusiones y recomendaciones 
Finalmente, Los resultados de esta investigación pueden ser tenidos en cuenta para 
discusiones sobre opciones políticas que otorguen capacidad adaptativa a la comunidad 
de Barú frente a la existencia del PNN-CRSB. Es importante resaltar que las estrategias 
encaminadas para este fin deben ser asumidas por tomadores de decisiones de múltiples 
escalas y sectores. En cuanto a las escalas se encuentran aquellas de nivel local, donde 
desde la misma comunidad se deben generar los mecanismos para una mayor 
participación en los procesos comunitarios. En las escalas municipal, regional y nacional, 
se deben concentrar los esfuerzos para solventar aquellas particularidades que conllevan 
a que la comunidad sea catalogada como pobre, específicamente en la instalación y 
adecuación de los servicios de acueducto y alcantarillado. A su vez, se deben ofrecer 
mayores oportunidades para la comunidad (especialmente la joven), para formarse y 
desarrollarse en pro de su bienestar. No puede olvidarse la generación de empleos 
estables y formales que permitan el diario vivir de los habitantes y que conlleven a un 
deterioro menor de los ecosistemas, ya que como se observó es una comunidad 
fuertemente dependiente de los recursos naturales.  
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Por otro lado, los tomadores de decisiones también se deben reconocer en diversos –
múltiples-  sectores;  entre ellos, las autoridades ambientales, específicamente las 
relacionadas con el PNN CRSB, quienes deben buscar los mecanismos que fortalezcan 
sus relaciones con la comunidad, así como posicionar sus procesos de educación 
ambiental y concientización en aquellos aspectos que van en pro de sus objetivos de 
conservación; del mismo modo se sugiere que haya un trabajo mancomunado Autoridad 
Ambiental-Comunidad, que legitime y fortalezca las relaciones y el desarrollo de 
estrategias conjuntas. A su vez otros actores del sector público (diversas escalas) deben 
apoyar, construir y desarrollar proyectos que mejoren condiciones de infraestructura y de 
empleo en la región.  
De igual forma, no se pueden olvidar sectores privados, que podrían estar de la mano con 
los compromisos ambientales, así como en la generación de alternativas para mejorar las 
condiciones socio-económicas de la población, específicamente los grandes proyectos 
turísticos, portuarios y de hidrocarburos presentes en la región. 
No obstante el reconocimiento de los tomadores de decisiones en sus múltiples escalas y 
sectores, es importante que se trabaje coordinadamente entre ellos y con la comunidad, 
para, como se ha mencionado a lo largo de este trabajo, no se incurra nuevamente en esos 
errores que han llevado a las fallas en las AMP´s, como ha sido el no reconocimiento y 
apoyo de las comunidades locales en los momentos de tomar decisiones. 
Aunque la metodología aplicada en esta investigación está fundamentada para estimar la 
capacidad adaptativa de una comunidad costera frente al establecimiento de un área 
protegida, con un ejercicio riguroso de contextualización, el Índice utilizado puede ser 
usado en otras comunidades y con los ajustes pertinentes ante otros tipos de choques o 
disturbios que afecten los sistemas socio-ecológicos. 
De igual forma, para la metodología propuesta por Maldonado y Moreno-Sánchez (2014), 
se sugiere utilizar el IPM, como estimador de la pobreza, no sólo por su mayor versatilidad 
e integralidad, sino que en el contexto global y nacional, estas herramientas son las 
utilizadas en la actualidad lo que permite hacer comparaciones entre comunidades. Por 
otro lado, respecto a la propuesta metodológica se sugiere realizar un ajuste del indicador 
de infraestructura donde no solo se evalue la presencia o ausencia de servicios prestados 
por el Estado, sino analizar a su vez la calidad de los mismos.
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Anexo 1: Encuesta aplicada  
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Anexo 2: Dimensiones e indicadores del ICA 
(Criterio rural) 
Figura 18. Resultados agregados de las dimensiones e indicadores del ICA (Criterio rural) 
 
 
 
Figura 19. Resultados agregados de las dimensiones y de los índices de capacidad adaptativa 
(Criterio rural) 
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